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Ley Núm. 3/2.007, de fecha 23 de Julio, Regula-

dora de Aguas y Costas en la República de Gui-

nea Ecuatorial.- 

 

La República de Guinea Ecuatorial es rica en re-

cursos hídricos, por su climatología natural ecua-

torial; con las cuencas de sus grandes ríos y de 

otros de menor envergadura que existen por todo 

el Territorio Nacional; la existencia de un gran 

flujo de aguas subterráneas con sus afloramientos 

naturales. 

 

La necesidad de estos recursos en su globalidad 

para la subsistencia humana, tanto a nivel más ele-

mental como la promoción de actividades indus-

triales, considerando que el mar territorial, las 

costas nacionales comienzan a ser sometidas a un 

nivel importante de explotación para las activida-

des industriales y de aprovechamiento de áridos ; 

si se tiene en cuenta la utilización de estos recur-

sos de uso por los núcleos de población colindan-

tes a costas y playas, así como para las actividades 

turísticas.  

 

La importancia de coordinar la explotación de es-

tos recursos para la satisfacción de las poblacio-

nes tanto en los núcleos rurales como en los urba-

nos; y habida cuenta de la continua presión por el 

aumento de la población, es necesario asegurar la 

Ordenación, Explotación, Planificación, Su-

pervisión, Coordinación, Saneamiento, Protec-

ción, Gestión y Administración del conjunto de 

bienes que integra el Dominio Público Marítimo-

Terrestre (DPMT). 

 

Considerando que las actuaciones sobre los domi-

nios públicos hidrológico y marítimo-terrestre de-

ben encuadrarse dentro de un marco legal, surge 

la necesidad de promulgar la presente Ley Regu-

ladora de Aguas y Costas. 

En su virtud y debidamente aprobada por la Cá-

mara de los Representantes del Pueblo en sus Se-

siones celebradas del 16 de Marzo al 20 de Abril 

de 2.007; vengo en promulgar y sancionar la pre-

sente 

 

LEY REGULADORA DE AGUAS Y COSTAS 

 EN LA REPÚBLICA DE GUINEA ECUATORIAL 

 

D E F I N I C I O N E S: 

 

 Acequia:  Zanja o canal por donde se con-

ducen las aguas para regar y para otros fi-

nes. 

 Acantilado: Costa marina formada por 

rocas de gran altura y corte vertical. 

 Acueducto: Conducto artificial para con-

ducir aguas, especialmente para el abaste-

cimiento de una población.  

 Acuífero: Zona de subsuelo que contiene 

agua. 

 Aforo: Medida del caudal de una co-

rriente de agua. 

 Aguas Continentales: Todas las aguas en 

la superficie del suelo y todas las aguas 

subterráneas situadas hacia tierras desde 

las líneas que sirven de base para medir las 

anchuras de aguas territoriales. 

 Agua Mineral: Es agua de manantial que 

tiene sustancias minerales disueltas. 

 Agua Minero-Medicinales: Agua que 

tiene propiedad curativa. 

 Agua Superficial: Cuerpo de agua natural 

y artificial que incluyen los cauces de co-

rriente naturales continuas y discontinuas, 

así como los lechos de los lagos, laguna y 

embalses. 

 Agua Subterránea: Agua que se infiltran 

y penetral en el suelo y subsuelo saturando 

los poros o grietas de las rocas, y que 

eventualmente se acumula encima de ca-

pas impermeables formando un reservorio 

subterráneo. 

 Albañales: Conducto por donde desagüen 

aguas sucias o residuales.  

 Aledaño: Terreno o conjunto de terrenos 

que lindan con una población y, que se 

consideran parte de ella. 

 Aljibe: Depósito grande donde se recoge 

y se conserva el agua. 

 Menguar: Disminuir.  



Página -3- Aguas y Costas 

 

 Alveolo: Concavidad en el terreno por la 

cual fluye normalmente una corriente de 

agua. 

 Albufera: Laguna situada en tierras bajas 

contigua a la costa, formada por la entrada 

del agua de mar en la tierra y su posterior 

separación por un banco de arena.  

 Asolvamiento: Obstrucción de un con-

ducto.  

 Avenida: Crecida impetuosa de un río. 

 Atareas: Conducto que lleva el agua al 

sumidero. 

 Berma: Espacio entre la muralla y el de-

clive del hoyo alargado y profundo en un 

terreno, que servía para que las piedras 

que caían de la muralla al ser batida, no 

cayeran al este.  

 Broza: Conjunto de hojas, ramas y despo-

jos de las plantas.  

 Bahía: Parte del mar que entra en la tierra 

formando una concavidad amplia.  

 Carstico: Conjunto de fenómenos de re-

lieve producido por la disolución de cier-

tas rocas, como la caliza, que da origen a 

un paisaje caracterizado por la presencia 

de grietas. 

 Canto: Trozo de piedra. 

 Camellón: Tierra que queda entre cada 

dos surcos.  

 Cañerías: Conducto formado por canos 

para distribuir el agua o el gas. 

 Carenar: Reparar el casco de un barco. 

 Ciénagas: Terreno cubierto de barro o 

pantanoso. 

 Cisterna: Recipiente, generalmente sub-

terráneo que sirve para recoger y conser-

var aguas. 

 Contaminación: Acción o efecto de con-

taminar, alterar o dañar el estado de pureza 

o limpieza de una cosa. 

 Contaminación de las Aguas: Acción y 

efecto de introducir materias o formas de 

energía o introducir condiciones en el 

agua que, de modo directo o indirecto im-

pliquen una alteración perjudicial de su 

calidad en relación con los usos posterio-

res o con su función ecológica.  

 Cuenca Hidrográfica: Unidad territorial 

delimitada por las líneas divisorias de 

aguas superficiales que convergen hacia 

un mismo cauce y forman espacios en los 

cuales desarrollan complejas interaccio-

nes e interdependencias entre los compo-

nentes bióticos y abióticos, sociales, eco-

nómicas y culturales, a través de flujo de 

insumos, información de productos. 

 Cauce: Concavidad de terreno, natural o 

artificial por donde corre un río u otra co-

rriente.  

 Cuenca: Extensión de terreno que envía 

sus aguas a determinado río, lago o mar. 

 Dunas: Pequeña colina de arena que 

forma y empuja el viento. 

 Estero: Terreno pantanoso que se llena de 

agua por la lluvia o por la filtración de un 

río o laguna cercana y en él abundan plan-

tas acuícolas. 

 Ensenada: Entrada del mar a la tierra.  

 Edafológico: Estudio que se trata del 

suelo. 

 Escorada: Inclinarse hacia un lago. 

 Estanque: Depósito construido para reco-

ger agua para el riego. 

 Estribo: Construcción vertical que se le-

vanta pegada al muro de un edificio para 

hacerlo más resistente a la carga que debe 

soportar. 

 Equitación: Actividad o deporte de mon-

tar a caballo. 

 Estuario: Desembocadura de un río cau-

daloso en el mar caracterizado por tener la 

forma de un embudo.  

 Ecosistemas: Conjunto de especies vege-

tales y animales cuya existencia e interac-

ción es fruto de determinado ambiente na-

tural.  

 Encarpete: Pendiente. 

 Equinoccial: Cada una de las dos estacio-

nes del año en el que el sol cruza el Ecua-

dor celeste en los cuales el día y la noche 

tienen la misma duración.  

 Escorada: Estar la manera en su punto 

más bajo. 

 Fabriles: Relativo a fábricas. 

 Fundo: Finca rústica. 
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 Guijarros: Piedra pequeña redondeada 

por la erosión. 

 Hoyas: Concavidad grande en el terreno, 

llanura extensa rodeada de montañas. 

 Manglar: Marisma en la zona tropical, 

formada por esteros y entre ellos islotes 

cubiertas de árboles de los que crecen en 

aguas salada. 

 Mar Territorial: Es la zona cuya anchura 

de mar es de 12 millas marítimas, medidas 

a partir de la línea de costa.  

 Marjal: Terreno pantanoso. 

 Marisma: Terreno bajo pantanoso que se 

inunda con las aguas del mar. 

 Manantial: Fuente natural que bota de la 

tierra o de la roca.  

 Malecones: Muro construido como pro-

tección contra las aguas. 

 Menoscabo: Quitar algo. 

 Playa: Terreno llano con suelo de arena a 

la orilla del mar o de un río.  

 Pantano: Terreno cubierto de barro y de 

agua estancada poco profundo. 

 Predio: Finca rústica. 

 Parada: Presa para desviar el agua de 

ríos.  

 Partidor: Obra destinada a repartir el 

agua para riego. 

 Presa: Muro grueso construido a través de 

un río u otra corriente para acumular el 

agua y posteriormente conducirla fuera 

del cauce. 

 Radas: Ensenada que constituye un 

puerto natural. 

 Ribazo: Porción de tierra con una eleva-

ción y un declive pronunciado.  

 Rambla: Lecho natural de las aguas flu-

viales cuando cae copiosamente. 

 Ribera: Faja de tierra que está al lado de 

un río o del mar. 

 Rías: Ensanchamiento navegable de un 

río en su desembocadura. 

 Lecho: Fondo de un río, lago, mar (fondo 

de todo cauce). 

 Lago: Acumulación permanente de agua, 

generalmente dulce. 

 Laguna: Extensión cubierta permanente-

mente de agua, más pequeña que el lago. 

 Salina: Que tiene las cualidades de la sal. 

 Sumidero: Conducto por donde se sumen 

las aguas de lluvia o residuales (desagüe). 

 Subrogar: Sustituir. 

 Servidumbre: Obligaciones que pesan 

sobre un terreno, en relación con otro con-

tiguo o próximo.  

 Temporal: Agitación violenta de las 

aguas del mar. 

 Varadero: Lugar donde se fondea las em-

barcaciones para resguardarlos. 

 Vejamen: Acción de sufrir. 

 Vasos: Conducto orgánico de los que lle-

van algún líquido. 

 Vedar: Impedir. 

 Zona Económica Exclusiva (ZEE): Es 

un Área situada más allá del mar territorial 

y adyacente a este.  

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

Artículo 1.- Es objeto de esta Ley la Regulación 

de: 

 

1. El dominio público hidrológico, el uso del 

agua y la determinación, protección, ex-

plotación, utilización y policía del domi-

nio público marítimo-terrestre, así como 

del ejercicio de las competencias atribui-

das al Estado en las materias relacionadas 

con dichos dominios.  
 

2. El uso y manejo de las aguas continentales 

superficiales, así como las subterráneas 

renovables, integradas todas ellas en el ci-

clo hidrológico, que a efectos de esta Ley 

constituyen un recurso unitario, subordi-

nado al interés general, que forma parte 

del dominio público hidrológico.  
 

3. La planificación hidrológica a la que de-

berá someterse toda actuación sobre el do-

minio público hidrológico. 
 

4. El dominio público marítimo-terrestre y 

asegurar su integridad y adecuada conser-

vación, adaptando, en su caso, las medidas 

de protección y restauración necesarias.  
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5. El uso público del mar, de su rivera y del 

resto del dominio público marítimo-te-

rrestre.  

 

6. La utilización racional de estos bienes de 

conformidad con su naturaleza, sus fines 

respetando el paisaje, el medio ambiente y 

al patrimonio histórico.  
 

7. El adecuado nivel de calidad de las aguas 

y de las riveras. 
 

PARTE PRIMERA 

Dominio Público Hidrológico (Agua) 
 

TÍTULO I 

Del Dominio Público Hidrológico del Estado 

 y de los Bienes que lo integran 
 

CAPÍTULO I 

Del Dominio Público Hidrológico 
 

Artículo 2.- Constituye el Dominio Público Hi-

drológico, con las salvedades expresamente esta-

blecidas en esta Ley: 
 

1. Las Aguas Continentales, tanto las super-

ficiales como las subterráneas renovables 

con independencia del tiempo de renova-

ción.  

2. Los cauces de corrientes naturales, conti-

nuas o discontinuas.  

3. Los lechos de los lagos y lagunas y los de 

los embalses superficiales en cauces pú-

blicos.  

4. Los acuíferos subterráneos a los efectos de 

los actos de disposición o afección de los 

recursos hidrológicos. 

5. Las aguas termales, minerales y minero-

medicinales sea cual fuere el lugar donde 

broten.  

6. Las aguas procedentes de la desalación del 

agua de mar una vez que, fuera de la planta 

de producción, se incorporen a cualquiera 

de los elementos señalados en los aparta-

dos anteriores.  
 

CAPÍTULO II 

De los Bienes del Dominio  

Público Hidrológico 
 

Artículo 3.- Son Bienes del Dominio Público Hi-

drológico: 
 

a) Las aguas de los mares territoriales en la 

extensión y términos que fija el Derecho 

Internacional.  

 

b) Las aguas de las lagunas, esteros y de las 

playas que se comuniquen permanente-

mente o intermitentemente con el mar.  

 

c) Las aguas de los lagos interiores de forma-

ción natural que estén ligados directa-

mente a corrientes constantes.  

 

d) Las aguas de los ríos y afluentes directos 

o indirectos y la de aquellas; cuyo cauce 

en toda su extensión o parte de ella, sirva 

de límite al Territorio Nacional, debiendo 

sujetarse el dominio de esas corrientes a lo 

que se haya establecido en Tratados Inter-

nacionales celebrados con los Países limí-

trofes y, a falta de ellos, o en cuanto a lo 

no previsto, se sujetará a lo dispuesto por 

esta Ley.  

 

e) Las aguas de toda corriente que directa o 

indirectamente afluyan a las enumeradas 

en el párrafo anterior.  

 

f) Las aguas que extraigan de las minas. 
 

g) Las aguas de los manantiales que broten 

en las playas, zonas marítimas, cauces, va-

sos o riberas de Propiedad del Estado y, en 

general todas las que nazcan en terrenos 

de dominio público.  
 

h) Las aguas subterráneas cuyo alumbra-

miento no se haga por medio de pozos, y  
 

i) Las aguas fluviales que discurran por ba-

rrancos o ramblas cuyos cauces sean de 

dominio público.  
 

Artículo 4.- Las aguas enumeradas en el Artículo 

anterior son de Propiedad Estatal y el Dominio 

Público sobre ellas no se pierde ni se ha perdido, 

cuando por ejecución de obras artificiales o de 

aprovechamientos anteriores, se alteren o hayan 

alterado las características naturales.  
 

Artículo 5.- Se exceptúan del Dominio Público, 

las aguas que se aprovechan en virtud de contratos 
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otorgados por el Estado, las cuales se sujetarán a 

las condiciones autorizadas en las respectivas 

concesiones. 

 

CAPÍTULO III 

Bienes del Dominio Privado 
 

Artículo 6.- Son Aguas del Dominio Privado y 

pertenecen al dueño del terreno:  
 

1. Las aguas pluviales que caen en su predio 

mientras discurran por él. Podrá el dueño, 

en consecuencia, construir dentro de su 

propiedad estanques, pantanos, cisternas o 

aljibes donde conservarlas al efecto, o em-

plear para ello cualquier otro medio ade-

cuado, siempre que no cauce perjuicio al 

público ni a terceros.  

2. Las lagunas o charcas situadas en terrenos 

de aprovechamiento comunal, pertenecen 

a los pueblos respectivos. 

3. Las lagunas subterráneas que el propieta-

rio obtenga de su propio terreno por medio 

de pozos. 
 

Artículo 7.- Todo propietario puede abrir libre-

mente sin necesidad de Autorización pozos para 

elevar aguas dentro de sus fincas para usos do-

mésticos y necesidades ordinarias de la vida, aun-

que con ello resultasen menguadas las aguas de 

sus vecinos, deberá, sin embargo, guardar la dis-

tancia mínima de cinco metros entre pozo y pozo, 

dentro de las poblaciones, y de quince metros en 

el campo, entre la nueva excavación y los pozos, 

estanque, fuentes y acequias permanentes de los 

vecinos.  
 

Artículo 8.- El alumbramiento de aguas subterrá-

neas, obtenido para otros fines que no sean los in-

dicados en el Artículo anterior; o por medio de 

pozos artesianos, por socavones o por galerías, 

exigirá la obtención de una concesión; y el que lo 

obtenga, disfrutará del agua mientras discurra por 

su terreno, pero en cuanto el sobrante salga de él, 

se convertirá en aguas de dominio público.  
 

Artículo 9.- Las labores de que trata el Artículo 

anterior para alumbramiento de aguas subterrá-

neas, no podrán ejecutarse a una distancia inferior 

de cuarenta metros de edificios ajenos, de una ca-

rretera, ni a menos de cien de otro alumbramiento 

o fuente, río, canal, acequia o abrevadero público, 

sin la correspondiente licencia medioambiental.  
 

Artículo 10.- Si las circunstancias lo requieran, la 

fase atmosférica del ciclo hidrológico sólo podría 

ser modificada artificialmente por el Gobierno o 

por aquellos a quienes éste autorice.  
 

CAPÍTULO IV 

De los Cauces, Riveras y Márgenes 
 

Artículo 11.- A los efectos de la presente Ley, se 

entiende por Alveolo o Cauce Natural de una co-

rriente continua o discontinua, el terreno cubierto 

por las aguas en las máximas crecidas ordinarias.  
 

Artículo 12.- 1. Son de dominio privado los cau-

ces por los que ocasionalmente discurran aguas 

pluviales en tanto atraviesen, desde su origen, úni-

camente fincas de dominio particular.  
 

2.- El dominio privado de estos cauces no autoriza 

para hacer en ellos labores ni construir obras que 

puedan hacer variar el curso natural de las aguas 

o alterar su calidad en perjuicio del interés público 

o de terceros, o cuya destrucción por la fuerza de 

las avenidas pueda ocasionar daños a personas o 

cosas.  
 

Artículo 13.- 1. Se entiende por Riberas las fajas 

laterales de los cauces públicos situados por en-

cima del nivel de aguas bajas, y por márgenes los 

terrenos que lindan con los cauces.  
 

Los márgenes están sujetos en toda su extensión 

longitudinal:  
 

a) A una zona de servidumbre de cinco me-

tros de anchura, para uso público que se 

regulará reglamentariamente.  

b) A una zona de policía de 100 metros de 

anchura en la que se condicionará el uso 

del suelo y las actividades que se desarro-

llen. 
 

2.- En las zonas máximas a la desembocadura en 

el mar, en el entorno inmediato de los embalses o 

cuando las condiciones topográficas o hidrológi-

cas de los cauces y márgenes lo hagan necesario 

para la seguridad de las personas y bienes, podrá 

modificarse la anchura de ambas zonas en la 

forma que reglamentariamente se determine.  
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Artículo 14.- Podrán realizarse en caso de urgente 

necesidad, trabajos de protección de carácter pro-

visional en las márgenes de los cauces. Serán res-

ponsables de los eventuales daños que pudieran 

derivarse de dichas obras los propietarios que las 

hayan realizado.  

Artículo 15.- 1. La modificación de los cauces re-

querirá la correspondiente Autorización Me-

dioambiental, previa presentación de un estudio 

de impacto medioambiental.  

 

2.- Las situaciones jurídicas derivadas de las mo-

dificaciones del cauce natural de los ríos, regirán 

por lo dispuesto en la legislación aplicable. En 

cuanto a las modificaciones que se originen por 

las causas legalmente autorizadas se sujetará a lo 

establecido en la concesión o Autorización corres-

pondiente.  
 

CAPÍTULO V 

De los Lagos, Lagunas, Embalses  

y Terrenos Inundables  
 

artículo 16.- A los efectos de la presente Ley, se 

entiende por: 
 

1. Lecho o fondo de los lagos y lagunas, el 

terreno que ocupan sus aguas en las épo-

cas en que alcanzaban su mayor nivel or-

dinario.  

2. Lecho o fondo de un embalse superficial, 

el terreno cubierto por las aguas cuando 

estas alcanzan su mayor nivel a conse-

cuencia de las máximas crecidas ordina-

rias de los ríos que la alimentan. 

3. Charcas, pequeña cantidad de un líquido, 

generalmente de agua, que queda detenida 

en un hoyo o concavidad de tierra o sobre 

el piso.  
 

Artículo 17.- Las charcas situadas en predios de 

propiedad privada se considerarán como parte in-

tegrante de los mismos, siempre que se destinen 

al servicio exclusivo de tales predios y sin perjui-

cio de la aplicación de la legislación medioam-

biental correspondiente.  
 

Artículo 18.- 1. Los terrenos que puedan resultar 

inundados durante las crecidas no ordinarias de 

los lagos, lagunas, embalses, ríos o arroyos, con-

servarán la calificación jurídica y la titulación do-

minical que tuvieren.  
 

2.- El Ministerio de Pesca y Medio Ambiente re-

mitirá a los Organismos de la Administración 

Central del Estado y Entidades Locales, encarga-

dos del ordenamiento de los territorios y urba-

nismo, de los datos y estudios disponibles sobre 

avenidas, al objeto de que se tengan en cuenta en 

la planificación del suelo y, en particular, en las 

urbanizaciones de usos que se acuerden en las zo-

nas inundadas. 

 

3.- El Gobierno podrá establecer las limitaciones 

en el uso de las zonas inundables que estime ne-

cesarias para garantizar la seguridad de las perso-

nas y bienes. Las Entidades Locales podrán esta-

blecer normas complementarias de dicha regula-

ción.  

 

CAPÍTULO VI 

De los Acuíferos Subterráneos 

 

Artículo 19.- El Dominio Público se extiende a 

los acuíferos o formaciones geológicas por las que 

circulan aguas subterráneas, sin perjuicio de que 

el propietario del fundo pueda realizar cualquier 

obra que no tenga por finalidad la extracción o 

aprovechamiento del agua, ni perturbe su régimen 

ni deteriore su calidad.  

 

CAPÍTULO VII 

De las Aguas Procedentes 

 de la Desalación  

 

artículo 20.- 1. Cualquier persona física o jurídica 

podrá realizar la actividad de desalación del agua 

de mar, previas las correspondientes Autorizacio-

nes Administrativas respecto a los vertidos que 

procedan, a las condiciones de incorporación al 

dominio público hidrológico y a los requisitos de 

calidad según los usos a los que se destine el agua.  
 

2.- Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende 

sin perjuicio de las Autorizaciones y concesiones 

que sean precisas conforme a la legislación secto-

rial aplicable si a la actividad de desalación se 

asocian otras actividades industriales reguladas, 
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así como las derivadas de los actos de interven-

ción y uso del suelo.  
 

Aquellas Autorizaciones y concesiones que deban 

otorgarse por dos o más Órganos de la Adminis-

tración del Estado se tramitarán en un solo expe-

diente de solicitud de Autorización que será pre-

sentado en el Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, quien a su vez pedirá el dictamen de los 

otros Ministerios afectados.  

3.- La desalación de las Aguas Continentales se 

someterá al régimen previsto en esta Ley para la 

explotación del dominio público hidrológico.  
 

TÍTULO II 

De la Administración Pública del Agua 
 

CAPÍTULO I 

Principios Generales 
 

Artículo 21.- Los principios rectores a los que de-

berá ajustarse la actuación administrativa en ma-

teria de aguas son:  
 

1.- Unidad de gestión, tratamiento integral, eco-

nomía del agua, descentralización, coordinación, 

eficacia y participación comunitaria de los usua-

rios.  
 

2.- Respecto a la unidad de la cuenca hidrográfica, 

de los sistemas hidrológicos y del ciclo hidroló-

gico. 
 

3.- La conservación, protección del medio am-

biente; así como la restauración y mantenimiento 

de los ecosistemas naturales. 
 

Artículo 22.- A los efectos de la presente Ley, se 

entiende por Cuenca Hidrográfica el territorio en 

que las aguas fluyen al mar a través de una red de 

cauces secundarios que convergen en un cauce 

principal único. La Cuenca Hidrográfica como 

unidad de gestión del recurso, se considera indi-

visible.  
 

Artículo 23.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, en relación con el dominio público hi-

drológico, ejercerá especialmente las funciones 

siguientes:  

 

1. La planificación hidrológica y la realiza-

ción de planes nacionales de infraestructu-

ras hidráulicas. 

2. La adopción de las medidas precisas para 

el cumplimiento de los Acuerdos y Con-

venios en Materia de Aguas.   

3. El otorgamiento de Autorizaciones refe-

rentes al dominio público hidrológico, y 

ejercer la tutela de éste.  

4. La cooperación con los otros Departamen-

tos Oficiales involucrados en los temas hi-

drológicos. 

5. Informará preceptivamente, sobre: 

a) Los Proyectos del Plan Hidrológico Na-

cional y los planes hidrológicos de cuen-

cas, antes de su aprobación por el Go-

bierno.  

b) Los proyectos de disposiciones de carácter 

general relativas a la ordenación del domi-

nio público hidrológico.  

c) Los planes y proyectos de interés general 

de ordenación agraria, urbana, industrial y 

de aprovechamientos energéticos o de or-

denación del territorio en tanto afecten 

sustancialmente a la planificación hidroló-

gica o a los usos de aguas. 

 

6. Emitir información sobre todas aquellas 

cuestiones relacionadas con el dominio 

público hidrológico que pudieran serle 

consultadas por el Gobierno, pudiendo 

proponerle líneas de estudios e investiga-

ciones necesarias para el desarrollo de las 

innovaciones técnicas concernientes a la 

obtención, empleo, conservación, recupe-

ración, tratamiento integral y economía de 

agua.  

 

TÍTULO III 

De la Planificación Hidrológica 

 

Artículo 24.- 1. La elaboración, actualización y 

revisión de los planes hidrológicos corresponde al 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente.  
 

2.- La planificación hidrológica tendrá por objeti-

vos generales conseguir el buen estado ecológico 

del dominio público hidrológico y la satisfacción 

de las demandas de aguas, el equilibrio y la armo-

nización del desarrollo regional y sectorial, incre-

mentando las disponibilidades del recurso, prote-
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giendo su calidad, economizando su empleo y ra-

cionalizando sus usos en armonía con el medio 

ambiente y los recursos naturales.  
 

3.- La planificación se realizará mediante los pla-

nes hidrológicos de cuencas y el Plan Hidrológico 

Nacional. El ámbito territorial de cada plan hidro-

lógico se determinará reglamentariamente.  
 

4.- Los planes hidrológicos serán públicos y vin-

culantes, sin perjuicio de su actualización y revi-

sión justificadas, y no crearán por sí solos.  

5.- Los planes hidrológicos se elaborarán en coor-

dinación con las diferentes planificaciones secto-

riales que les afecten, tanto respecto a los usos del 

agua como a los del suelo, y especialmente con lo 

establecido en la planificación urbana, de rega-

díos y otros usos agrarios.  
 

Artículo 25.- El procedimiento para la elabora-

ción y revisión de los planes hidrológicos se regu-

lará por vía reglamentaria, en la que necesaria-

mente se preverá la participación de los Departa-

mentos Ministeriales afectados y los plazos para 

la presentación de las propuestas por los Organis-

mos correspondientes.  
 

Artículo 26.- Los planes hidrológicos compren-

derán obligatoriamente:  
 

a) El inventario de los recursos hidrológicos. 

b) Los usos y demandas existentes y previsi-

bles. 

c) Los criterios de prioridad y de compatibi-

lidad de usos, así como el orden de prefe-

rencia entre los distintos usos y aprove-

chamientos. 

d) La asignación y reserva de recursos para 

usos y demandas actuales y futuros, así 

como para la conservación o recuperación 

del medio rural. 

e) Las características básicas de calidad de 

las aguas y de la ordenación de los verti-

dos de aguas residuales. 

f) Las normas básicas sobre mejoras y trans-

formaciones en regadío que aseguren el 

mejor aprovechamiento del conjunto de 

recursos hidrológicos y terrenos disponi-

bles.  

g) Los perímetros de protección y las medi-

das para la conservación y recuperación 

del recurso y del entorno afectados.  

h) Las directrices para la recarga y la protec-

ción de acuíferos.  

i) Las infraestructuras básicas requeridas 

por el plan.  

j) Los criterios de evaluación de los aprove-

chamientos energéticos y la fijación de los 

condicionantes requeridos para su ejecu-

ción.  

k) Los criterios para la elaboración de estu-

dios.  

l) Actuaciones y obras para prevenir y evitar 

los daños debidos a inundaciones, aveni-

das y otros fenómenos hidrológicos.  

 

Artículo 27.- 1. Los planes hidrológicos podrán 

establecer reservas, de agua y de terrenos, necesa-

rias para las actuaciones y obras previstas.  

 

2.- Podrán ser declarados de protección especial 

determinadas zonas, cuencas o tramos de cuencas, 

acuíferos o masas de agua por sus características 

naturales o interés ecológico, de acuerdo con la 

legislación medioambiental y de protección de la 

naturaleza. Los planes hidrológicos recogerán la 

clasificación de dichas zonas y las condiciones es-

pecíficas para su protección.  

 

3.- Las previsiones de los planes hidrológicos a 

que se refieren los apartados anteriores, deberán 

ser respetados en los diferentes instrumentos de 

ordenación y planificación urbanística.  

 

Artículo 28.- 1. El Gobierno podrá hacer la decla-

ración de utilidad pública de los trabajos, estudios 

e investigaciones requeridos para la elaboración y 

revisión de los planes hidrológicos que se realicen 

por el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, por 

sí o por medio de cualquier Organismo o Institu-

ción Especializada.  

 

2.- La aprobación de los planes hidrológicos im-

plicará la declaración de utilidad pública de los 

trabajos de investigación, estudios, proyectos y 

obras previstos en el plan.  

 

Artículo 29.- 1. A los efectos de la presente Ley, 

tendrán la consideración de obras hidráulicas de 

interés general:  
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a) Las obras que sean necesarias para la re-

gulación y conducción del recurso hídrico, 

al objeto de garantizar la disponibilidad y 

aprovechamiento del agua para las pobla-

ciones.  

b) Las obras necesarias para el control, de-

fensa y protección del dominio público hi-

drológico, especialmente las que tengan 

por objeto hacer frente a fenómenos catas-

tróficos, como las inundaciones, sequías, 

y otras situaciones excepcionales, así 

como la prevención de avenidas vincula-

das a obras de regulación, que afecten al 

aprovechamiento, protección e integridad 

de los bienes del dominio público hidroló-

gico.  

c) Las obras de abastecimiento, potabiliza-

ción y desalación.  

d) Las obras para las centrales hidroeléctri-

cas.  

 

TÍTULO IV 

De la Utilización del Dominio  

Público Hidrológico  

 

CAPÍTULO I 

De los Aprovechamientos Comunes 

 de las Aguas Públicas  

 

Artículo 30.- El libre uso de los ríos navegables 

y/no navegables ensenadas, radas, bahías y abras 

se entiende para navegar, pescar, embarcar y des-

embarcar, fondear y otros actos semejantes, con-

forme las prescripciones legales o reglamentarias 

que lo regulen y siempre que ese uso no haya sido 

objeto de una concesión, particular o de reserva 

del Estado. En el mismo caso, se encuentra el uso 

de las playas, el cual autoriza a todos, con iguales 

restricciones, para transitar por ellas, bañarse, ten-

der y enjugar ropas y redes, verar, carenar y cons-

truir embarcaciones, recoger conchas, plantas y 

mariscos.   
 

Artículo 31.- Mientras las aguas corran por sus 

cauces naturales y públicos y no lo impida una 

concesión particular, todos podrán usar de ellas 

para beber, lavar ropas, vasijas cualesquiera otros 

objetos, bañarse y abrevar o bañar ganado, con su-

jeción a las normas dictadas al efecto.  
 

Estos usos comunes habrán de llevarse a cabo de 

forma que no se produzca una alteración de la ca-

lidad y caudal de las aguas. Cuando se trate de 

aguas que circulen por cauces artificiales, tendrán, 

además, las limitaciones derivadas de la protec-

ción del acueducto. En ningún caso, las aguas po-

drán ser desviadas de sus cauces o lechos sin la 

previa Autorización del Órgano Medioambiental 

de la Administración, debiendo respetarse el régi-

men normal de aprovechamiento.  

Artículo 32.- En las aguas que, apartadas artifi-

cialmente de sus cauces naturales y públicos, dis-

currieren por canales, acequias o acueductos des-

cubiertos, aunque pertenezcan a concesiones par-

ticulares, todos podrán extraerlas y conducir en 

recipiente la que necesiten para usos domésticos 

y fabriles y para el riego de plantas aisladas; pero 

la extracción habrá de hacerse precisamente a 

mano, sin género alguno de máquina o aparato, y 

sin detener el curso del agua, ni deteriorar los már-

genes del canal o acequia. El Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente limitará o prohibirá el uso de 

este derecho cuando cause perjuicios al concesio-

nario de las aguas. Se entiende que en propiedad 

privada nadie puede acceder para buscar o usar el 

agua, salvo autorización del dueño.  
 

Artículo 33.- Todos pueden pescar en cauces pú-

blicos, sujetándose a las Leyes y Reglamentos en 

Materia Pesquera, siempre que no se perturbe la 

navegación y flotación. Queda determinante-

mente prohibido pescar haciendo uso de explosi-

vos o envenenamiento de las aguas, o cualquier 

otro medio existente que destruye indiscriminada-

mente las especies.  
 

Artículo 34.- En los canales, acequias o acueduc-

tos para la conducción de las aguas públicas, aun-

que construidos por los concesionarios de éstas, y 

a menos de habérseles reservado el aprovecha-

miento de la pesca por las condiciones de la con-

cesión, pueden todos pescar con anzuelos, redes o 

nasas, con sujeción a las Leyes y Reglamentos Es-

peciales sobre pesca, con tal de que no obstaculi-

cen el curso del agua ni se deteriore el canal o sus 

márgenes.  
 

Artículo 35.- En las aguas de dominio privado y 

en las concedidas para el establecimiento de vive-

ros o criaderos de peces, solamente podrán pescar 
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los dueños o concesionarios, o los que de ellos ob-

tuviesen permiso, sin más restricciones que las re-

lativas a la salubridad pública.  
 

CAPÍTULO II 

De las Autorizaciones y Concesiones 
 

Artículo 36.- 1. El Aprovechamiento de las 

Aguas Públicas se adquiere por Concesión Admi-

nistrativa en la que vendrá especificada la dura-

ción de la misma.  

 

2.- El derecho de aprovechamiento de las aguas 

públicas se extingue por el no uso del mismo en 

un periodo de tres meses a la firma de la conce-

sión, por la Expropiación Forzosa o por renuncia 

del concesionario. 
 

Artículo 37.- Toda persona física o jurídica que 

esté disfrutando de un derecho de aprovecha-

miento de aguas, deberá presentar a los Inspecto-

res Medioambientales, y demás Autoridades que 

lo requieran, la Autorización mencionada en el 

Artículo anterior para ejercitar ese derecho.  
 

Artículo 38.- En las concesiones de aprovecha-

miento de aguas públicas se entenderá compren-

dida las de los terrenos de dominio público, nece-

sarios para la obra de la presa y de los canales y 

acequias.  
 

Respecto de los terrenos de propiedad privada, se 

procederá, según los casos, a imponer la servi-

dumbre forzosa, con las formalidades previstas en 

la Ley de Expropiación Forzosa.  
 

Artículo 39.- En toda concesión de aprovecha-

miento de aguas públicas se fijará la naturaleza de 

ésta, el periodo, la cantidad en litros de agua con-

cedida en unidad de tiempo; y si fuese para riego, 

la extensión del terreno que hay que regar.  
 

Artículo 40.- Las aguas concedidas para un apro-

vechamiento, no podrán aplicarse a otra finalidad 

diferente sin la correspondiente Autorización, la 

cual se otorgará como si se tratara de una nueva 

concesión.  
 

Artículo 41.- El Gobierno no asume ninguna res-

ponsabilidad por la falta o disminución de agua 

que pudiera resultar en el caudal expresado en la 

concesión, ya sea que proceda de error o de cual-

quiera otra causa. Se entenderá que toda conce-

sión se extiende con esa liberación de responsabi-

lidad, aunque no se diga expresamente.  
 

Artículo 42.- Siempre que en las concesiones y 

en los disfrutes de cantidades determinadas de 

agua, por espacio fijo de tiempo, no se expresa 

otra cosa, el uso continuo se entiende por todos 

los instantes; si fuese por días, el día natural se 

entenderá 24 horas, desde media noche; si fuere 

durante el día o durante la noche, se entenderá en-

tre las seis horas y las dieciocho horas, o entre las 

dieciocho horas y las seis horas del día siguiente, 

respectivamente; y si fuese por semanas, se con-

tarán desde las veinticuatro horas del domingo; si 

fuese por días festivos o con exclusión de ellos, se 

entenderán aquellos que eran tales en la época de 

la concesión o del contrato.  

 

Artículo 43.- Las concesiones se extinguirán:  

 

1. Por expiración del plazo para el cual fue-

ron otorgadas.  

2. Por cesación del objetivo para el cual se 

destinaba el aprovechamiento; y 

3. Por caducidad, que será declarada admi-

nistrativamente por el Gobierno, previa 

audiencia de los interesados.  

 

Artículo 44.- Son causas de nulidad de las conce-

siones: 

 

1. La falta de uso y aprovechamiento de las 

aguas por un periodo de 90 días, pudiendo 

ser prologados por causas debidamente 

justificadas. 

2. La aplicación de las aguas a usos distintos 

de los señalados en la concesión. Si se 

trata de riego, por aplicar el agua a otros 

predios distintos de aquellos para los que 

fue concedida, sin permiso del Ministerio 

de Pesca y Medio Ambiente.  

3. Que el concesionario haya sido condenado 

dos veces por usar con perjuicio a terceros, 

un volumen mayor de agua que aquél a 

que está autorizado por el título.  

4. El traspaso, cesión, administración o gra-

vamen total o parcial de la concesión, di-

recta o indirectamente, a favor de terceros 
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o la admisión de estos con cualquier clase 

de participación en la concesión o en la 

empresa que la explota sin el consenti-

miento del Ministerio; en la apreciación 

de esta circunstancia, el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente bastaría que 

tenga la convicción de su existencia para 

que decrete la nulidad, sin lugar a reclamo 

alguno por parte de los interesados.  

5. El traspaso o gravamen de la concesión, en 

todo o en parte, o de las obras a que se re-

fiera, sin previa Autorización del Ministe-

rio de Pesca y Medio Ambiente. Si la con-

cesión hubiere sido otorgada para riego de 

tierras propias del concesionario y fuere 

enajenada juntamente con éstas, no habría 

lugar a la caducidad de la concesión, aun 

cuando se hubiere omitido el requisito de 

la previa Autorización del Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, siempre que el 

adquirente tuviere capacidad, conforme a 

esta Ley, para ser concesionario de aguas. 

En todo caso el adquirente deberá hacer 

saber el traspaso al Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente dentro de dos meses de 

la fecha en que aquél hubiera sido consu-

mado. Si transcurrido este plazo el adqui-

rente no da el aviso respectivo, se le im-

pondrá la pena que señala el Título IX de 

la presente Ley.  

6. El incumplimiento de lo establecido en el 

Artículo 39. 
 

Artículo 45.- En las concesiones de aprovecha-

mientos especiales de aguas públicas, se obser-

vará el siguiente orden de preferencia: 
 

1. Las tuberías para poblaciones. 

2. Abastecimiento de poblaciones, servicios 

domésticos, abrevaderos, letrinas y baños.  

3. Abastecimiento a las empresas construc-

toras y de obras públicas, fábricas, barcos 

y a empresas de transportes.  

4. Desarrollo de fuerzas hidráulicas o hidro-

eléctricas para servicios públicos.  

5. Desarrollo de fuerzas hidráulicas o hidro-

eléctricas para servicios particulares, así 

como la utilización de agua como medio 

de transporte.  

6. Canales de navegación. 

7. Riego y 

8. Estanques para viveros.  
 

Artículo 46.- Los aprovechamientos especiales 

de aguas públicas pueden dar lugar a Expropia-

ción Forzosa por causa de utilidad pública previa 

indemnización correspondiente, a favor de otro 

aprovechamiento que la preceda, según el orden 

fijado en el Artículo anterior; pero no a favor de 

los que le sigan a no ser en virtud de una Ley Es-

pecial.  

 

Artículo 47.- En casos urgentes de incendio, 

inundación u otra calamidad pública, la Autoridad 

podrá disponer instantáneamente y sin tramita-

ción ni indemnización previa, pero con sujeción a 

Ordenanzas y Reglamentos, si los hubiere, de las 

aguas necesarias para contener o evitar el daño. Si 

las aguas fuesen públicas, no habrá lugar la in-

demnización; más, si tuviesen aplicación indus-

trial o agrícola o fuesen de dominio particular y 

con su distracción se hubiese ocasionado perjui-

cio apreciable será éste indemnizado. El reclamo 

por daños y perjuicios deberá formularse dentro 

de los quince días siguientes a la fecha en que se 

produjeron los hechos.  

 

CAPÍTULO III 

Aducción de Aguas para las Poblaciones 

 

Artículo 48.- Por disposición del Gobierno y a 

propuesta del Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, las aguas de los ríos y vertientes, en cual-

quier parte del Territorio Nacional donde se en-

cuentren, estarán disponibles al servicio de aduc-

ción de aguas en las poblaciones.  
 

Artículo 49.- Se declaran como reserva de domi-

nio a favor del Estado: 
 

1. Las tierras que circunden los sitios de cap-

tación o tomas surtidoras de agua potable, 

en un perímetro no menor de doscientos 

metros de radio.  

2. La zona forestal que protege o debe prote-

ger el conjunto de terrenos en que se pro-

duce la infiltración de aguas potables, así 

como el de los que dan asiento a cuencas 

hidrográficas y márgenes de depósito, 

fuentes surtidoras o curso permanente de 

las mismas aguas.  
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Artículo 50.- Cuando en un área mayor de la an-

teriormente señalada exista peligro de contamina-

ción ya sea en las aguas superficiales o en las sub-

terráneas, el Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente dispondrá en dicha área las medidas que 

juzgue oportunas para evitar el peligro de conta-

minación.  
 

CAPÍTULO IV 

Abastecimiento de Agua a las Poblaciones, 

Servicios Domésticos, Abrevaderos y Baños 

Artículo 51.- La Expropiación Forzosa de aguas 

de propiedad particular para el abastecimiento de 

una población no se decretará sino cuando legal-

mente se haya declarado por el Gobierno, a la 

vista de los estudios realizados al efecto, que no 

hay aguas públicas que puedan ser racionalmente 

aplicadas al mismo objeto.  

 

Artículo 52.- Son servicios domésticos: el sumi-

nistro de agua para satisfacer las necesidades de 

los habitantes, el riego de cultivos de terrenos que 

no excedan de media hectárea; el lavado de atar-

jeas y el suministro de aguas para surtir bocas 

contra incendios.  

 

Artículo 53.- Los aprovechamientos para abreva-

deros y baños, se regularán de acuerdo con las ne-

cesidades, pero quien desee acogerse a ellos de-

berá obtener la concesión correspondiente, me-

diante los trámites que se determinen en la pre-

sente Ley y el resto del Ordenamiento Jurídico vi-

gente. 

 

CAPÍTULO V 

Abastecimiento de Aguas a las Empresas  

Constructoras, Barcos y los Servicios  

de Contra Incendios 

 

Artículo 54.- Las Empresas Constructoras y los 

Barcos podrán aprovechar, con la correspondiente 

Autorización del Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, las aguas públicas que sean necesarias 

para el servicio o la actividad de los mismos, pre-

vio pago de los correspondientes derechos.  

 

Los Buques de las Fuerzas Navales Nacionales, y 

los Servicios de Bomberos quedan exentos del re-

quisito de Autorización, así como del pago de los 

derechos correspondientes.  

 

El Ministerio de Pesca y Medio Ambiente coordi-

nará estas actividades con otros Departamentos 

afectados.  

 

CAPÍTULO VI 

Abastecimiento para el Desarrollo de Fuerzas 

Hidráulicas e Hidroeléctricas para Servicios 

Públicos y Particulares 

 

Artículo 55.- Las concesiones para el aprovecha-

miento de aguas públicas para el Desarrollo de 

Fuerzas Hidráulicas e Hidroeléctricas para servi-

cios públicos y particulares, se regirán por las dis-

posiciones contenidas en esta Ley y en las demás 

disposiciones legales aplicables.  

 

CAPÍTULO VII 

Aprovechamiento de Aguas  

Públicas para Riego  

 

Artículo 56.- 1. Los dueños de los terrenos aleja-

dos de cauces públicos, podrán recoger las aguas 

pluviales que por ellas discurran, abrir pozos para 

la obtención de aguas, y aprovecharlas en el riego 

de sus terrenos, con sujeción a lo establecido en 

esta Ley.  

 

2.- Los dueños de los terrenos lindantes con cau-

ces públicos de caudal no continuo como ramblas, 

barrancos y otros semejantes de dominio público, 

pueden aprovechar en su regadío las aguas pluvia-

les que por ellas discurran y construir al efecto, 

sin necesidad de Autorización o presas.  

 

3.- En los ríos navegables y no navegables, los ri-

bereños podrán en sus respectivos márgenes, es-

tablecer libremente bombas o cualquier otro apa-

rato destinado para extraer aguas necesarias para 

el riego de sus propiedades, siempre que no cau-

sen perjuicios a terceros.  
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Artículo 57.- Lo dispuesto en el Artículo anterior 

respecto a aguas pluviales, es aplicable a la de ma-

nantiales discontinuos que sólo fluyan en épocas 

de abundancia de lluvias.  

 

Artículo 58.- Cuando se intente construir presas 

permanentes a fin de aprovechar en el riego las 

aguas pluviales o los manglares discontinuos que 

corran por los cauces públicos, será necesaria una 

Autorización Medioambiental del Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente.  

 

Artículo 59.- Cuando existan aprovechamientos 

en uso de un derecho reconocido y valedero, sola-

mente cabrá nueva concesión en el caso de que del 

aforo de las aguas en años ordinarios resultare so-

brante el caudal que se solicite, después de haber 

cubierto completamente los aprovechamientos 

existentes. Cuando por cualquier motivo esca-

seare el agua, no podrán tomarla los nuevos con-

cesionarios mientras no estén satisfechas todas las 

necesidades de los usuarios antiguos, entre los 

cuales se guardará el mismo orden; de modo que 

ninguna persona podrá tomar el agua mientras no 

estén cubiertas todas las necesidades del que 

tenga título o derecho más antiguo para aprove-

charse de ella.  

 

Artículo 60.- Cuando corriendo las aguas públi-

cas de un río, en todo o en parte, por debajo de la 

superficie del suelo, imperceptibles a la vista, se 

construyan malecones o se empleen otros para 

elevar su nivel hasta hacerlas aplicables al riego u 

otros usos, este resultado se considerará, para los 

efectos de la presente Ley, como alumbramiento 

del agua convertida en utilizable.  

 

Los regantes o industriales inferiormente situa-

dos, que por prescripción o por concesión hubie-

sen adquirido legítimo título el uso y aprovecha-

miento de aquellas aguas que se trate de hacer re-

aparecer artificialmente a la superficie, tendrán 

derecho a reclamar y oponerse al nuevo alumbra-

miento superior, en cuanto hubiere de ocasionar-

les perjuicio. Si el daño se produjere, tendrán de-

recho de acogerse a las reglas del Artículo 48 de 

esta Ley.  

 

CAPÍTULO VIII 

Abastecimiento de Aguas 

 Para Beneficios de Fábricas 
 

Artículo 61.- Las aguas públicas concedidas a los 

propietarios de fábricas y otras empresas indus-

triales para el desarrollo de fuerzas hidráulicas o 

hidroeléctricas, no pueden ser empleados en el la-

boreo de sus productos, sin una concesión espe-

cial para este fin. 
 

Artículo 62.- Los usuarios o concesionarios de-

berán sujetarse a los Reglamentos del Ministerio 

de Pesca y Medio Ambiente para que las aguas 

residuales no sean devueltas a los manantiales, 

para evitar contaminaciones. Los que no cumplan 

los Reglamentos perderán el derecho al aprove-

chamiento de las aguas, fuera de las sanciones de 

carácter penal.  

CAPÍTULO IX 

Aprovechamiento de Agua para  

Canales de Navegación  

 

Artículo 63.- La Autorización a una Sociedad o 

Empresa particular para canalizar un río con ob-

jeto de hacerlo navegable o para construir un ca-

nal de navegación, se otorgará siempre mediante 

Decreto aprobado en Consejo de Ministros, a pro-

puesta del Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, 

en la que se determinará si la obra ha de ser auxi-

liada con fondos del Estado y se establecerán las 

demás condiciones de la concesión.  

 

CAPÍTULO X 

Estanques para Viveros  

 

Artículo 64.- La construcción de estanques para 

criaderos de peces en terrenos de propiedad del 

Estado, embalses de aguas con el mismo fin en 

ríos navegables, y, en manantiales destinados al 

abastecimiento de poblaciones se hará previa Au-

torización del Ministerio de Pesca y Medio am-

biente.  

 

Artículo 65.- Los embalses de aguas deberán su-

jetarse a las normas que dicte el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, para evitar la contami-

nación de las aguas y para la seguridad del pú-

blico.  

 

TÍTULO V 
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De las Obras y Desecación de Terrenos de las 

Aguas del Dominio Público Hidrológico y Privado  
 

Artículo 66.- Los dueños de los predios lindantes 

con cauces públicos tienen libertad de poner de-

fensas contra las aguas en sus respectivas márge-

nes por medio de plantaciones, estacadas o reves-

timientos, siempre que lo juzguen conveniente. El 

Gobierno podrá, sin embargo, previo expediente, 

mandar suspender tales obras y aún restituir las 

cosas a su anterior estado, cuando por las circuns-

tancias amenacen causar perjuicios a la navega-

ción o flotación de los ríos, desviar las corrientes 

de su curso natural, o producir inundaciones. La 

indemnización de los perjuicios que pudieran cau-

sarse correrá a cargo del dueño que ordenó la 

construcción de las defensas.  

Artículo 67.- Los dueños de lagunas o terrenos 

pantanosos o encharcados, que quieran desecarlos 

o sanearlos, podrán extraer de los terrenos públi-

cos, previa la correspondiente Autorización de la 

Autoridad Local, la tierra y piedra indispensable 

para el terraplén y demás obras.  
 

Artículo 68.- Cuando las lagunas o terrenos pan-

tanosos pertenezcan a varios dueños y, no siendo 

posible la desecación parcial, pretendan varios de 

ellos que el trabajo se efectúe en común, podrá 

obligarse a todos los propietarios a que costeen 

colectivamente las obras destinadas al efecto, 

siempre que en ello esté conforme la mayoría, en-

tendiéndose por tal los que representen mayor ex-

tensión de terrenos saneables. Si alguno de los 

propietarios se negase al pago y prefiere ceder a 

los otros dueños su parte de propiedad saneable, 

podrá hacerlo mediante el cobro de la indemniza-

ción correspondiente.  
 

Artículo 69.- Cuando se declare, por el Ministerio 

de Pesca y Medio Ambiente, insalubre una laguna 

o terreno pantanoso o encharcado, procede forzo-

samente su desecación o saneamiento. Si fuere de 

propiedad privada se hará saber a los dueños la 

Resolución para que dispongan el desagüe o sa-

neamiento en el plazo que se les señale.  
 

Artículo 70.- Si el dueño o la mayoría de los due-

ños se negaren a ejecutar la desecación, el Go-

bierno podrá encargar de ella a cualquier particu-

lar o empresa que se ofreciese a llevarla a cabo, 

previa la aprobación del correspondiente pro-

yecto. El terreno saneado quedará de propiedad de 

quien hubiere realizado la desecación o sanea-

miento, pero abonando a los antiguos dueños la 

suma correspondiente al precio de adquisición del 

terreno.  
 

En el caso de que los dueños de los terrenos pan-

tanosos declarados insalubres no quieran ejecutar 

la desecación o no disponen de medios económi-

cos suficientes; y no haya particular o empresa 

que se ofrezcan a llevarla a cabo, el Estado o el 

Municipio podrán ejecutar obras, costeándolas 

con los fondos que al efecto se consigan en sus 

respectivos Presupuestos. Cuando esto se verifi-

que, el Estado o el Municipio disfrutarán de los 

mismos beneficios que determina el párrafo ante-

rior, en el modo y forma que en él se establece, 

quedando en consecuencia sujetos a las prescrip-

ciones que rijan para esta clase de bienes.  

 

TÍTULO VI 

De las Servidumbres del Dominio  

Público Hidrológico y Privado  

 

CAPÍTULO I 

De las Servidumbres Naturales  

Legales, Estribo y Presa 

 

Artículo 71.- 1. Las servidumbres naturales se 

aplicarán cuando los terrenos inferiores están 

obligados a recibir las aguas que naturalmente y 

sin intervención del hombre fluyan de los superio-

res, así como la tierra o piedras que arrastren en 

su curso. Pero si las aguas fuesen producto de 

alumbramientos artificiales o procedentes de esta-

blecimientos industriales, el dueño del terreno que 

recibe esta agua, tendrá el derecho de exigir el re-

sarcimiento de los daños y perjuicios; a menos 

que este quiera aprovecharse de las aguas que re-

cibe su terreno, en cuyo caso no tiene derecho a 

tal resarcimiento. 

 

2.- Las servidumbres legales se solicitan cuando 

el que quiera aprovechar las aguas públicas no ob-

tuviere de los vecinos el consentimiento corres-

pondiente para la construcción de las obras nece-

sarias para el aprovechamiento, podrá recurrir 
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ante el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, 

solicitando la imposición de la servidumbre.  

3.- Recibida la solicitud, el Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente, dará audiencia al dueño del te-

rreno que será afectado; este podrá oponerse por 

las siguientes causas:  
 

a) Por no ser el que solicita la servidumbre 

concesionaria del agua o dueño del terreno 

al que intente utilizar para objeto de inte-

rés privado. 

b) Por poder establecer la servidumbre sobre 

otros terrenos con iguales ventajas que 

aquél que se pretenda imponerla, pero con 

menores inconvenientes. 
 

El dueño del terreno afectado presentará sus prue-

bas y, evacuadas estas, así como las que ofreciere 

el solicitante, el Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente dictará la Resolución.  

4.- La servidumbre de abrevadero, acueducto y de 

presa solo pueden imponerse por causa de utilidad 

pública a favor de una población, previa la indem-

nización correspondiente.  
 

CAPÍTULO II 

Modificaciones de los Aprovechamientos  

y Reglamentación de Corrientes  
 

Artículo 72.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, en colaboración con los Ayuntamien-

tos de oficia o a instancia de parte, está facultado 

para modificar, sin exponerse a pago de daños y 

perjuicios por ningún motivo, los derechos al uso 

de las aguas públicas, cualquiera que sea el título 

que ampare el aprovechamiento, riego, usos in-

dustriales y fuerza motriz, en los siguientes casos:  
 

1. Si necesitan las aguas para cañerías, para 

abastecimiento de poblaciones, abrevade-

ros, baños u otros servicios públicos o 

abastecimientos de sistemas de transpor-

tes. Los solicitantes tendrán que probar 

que no cuentan con otra fuente de abaste-

cimiento utilizable para el efecto.  

2. Cuando lo exija el cumplimiento de Leyes 

Especiales dictadas en favor de poblacio-

nes o de la agricultura.  

3. Al hacer la reglamentación de las aguas de 

una corriente, depósito o de un aprovecha-

miento colectivo; y 

4. Al emprender obras de utilidad pública 

que tengan por consecuencia el cambio de 

régimen de corriente.  
 

Artículo 73.- Recibida la solicitud sobre modifi-

cación de derechos concedidos a terceras perso-

nas, conforme al Artículo anterior, se publicará un 

Edicto, en los Medios Informativos Oficiales, y se 

notificará personalmente a los concesionarios, a 

fin de que en los treinta días siguientes presenten 

sus reparos y ofrezcan las pruebas pertinentes.  
 

Pasado este término, el Ministerio de Pesca y Me-

dio Ambiente ordenará que se reciban las pruebas 

y, evacuadas éstas, resolverá, debiendo publicarse 

tal Resolución en los Medios Informativos Oficia-

les.  
 

Contra lo resuelto, no cabe recurso alguno, fuera 

del que le queda al interesado de recurrir a la vía 

ordinaria para la discusión de su derecho.  
 

Artículo 74.- En los casos de escasez de agua, se 

establecen los siguientes principios: 
 

1. Las aguas se aplicarán de preferencia a los 

usos domésticos, servicios públicos, abre-

vaderos, baños y abastecimiento de siste-

mas de transporte.  

2. Si satisfechos los anteriores usos quedan 

aguas sobrantes, pero no en la cantidad ne-

cesaria para surtir a todos los aprovecha-

mientos se distribuirán proporcionalmente 

a sus necesidades entre los siguientes: 

riego de terrenos, usos industriales y 

fuerza motriz para empresas de servicios 

públicos.  

3. Si una vez cubiertas por completo las ne-

cesidades de los aprovechamientos ante-

riores, quedan aguas sobrantes, se distri-

buirán así: fuerza motriz para servicios 

particulares y uso industrial.  

4. Si satisfechos los aprovechamientos ante-

riores, quedan aguas sobrantes, se cubri-

rán las demás necesidades.  

5. Si las aguas sobrantes no bastaren en su 

totalidad para satisfacer los aprovecha-

mientos a que se refiere el inciso 3 del Ar-

tículo anterior, se aplicarán de preferencia 

a los que tengan más importancia econó-

mica para la colectividad. En igualdad de 
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condiciones se hará la distribución propor-

cional de las aguas.  
 

Artículo 75.- Los aprovechamientos no contem-

plados en el Artículo anterior, solo podrán utilizar 

las aguas excedentes una vez satisfechas todas las 

necesidades prioritarias recogidas en el Artículo 

precedente.  
 

CAPÍTULO III 

Reservas Nacionales de Energía Hidráulica 

 

Artículo 76.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente podrá constituir Reservas Hidráulicas 

para generación de energía. Mediante la declara-

ción de que se constituye una reserva, las aguas 

de propiedad nacional comprendidas en las zonas 

reservadas ya no estarán a disposición de quien las 

solicite, a excepción de las solicitudes de conce-

siones para tuberías de poblaciones y usos domés-

ticos que conservan la preferencia que les da la 

Ley. 

Artículo 77.- La declaración de que se constituye 

en reserva nacional de energía hidráulica, así 

como que deja de serlo, se hará mediante Decreto 

aprobado en el Consejo de Ministros.  

 

TÍTULO VII 

De la Protección del Dominio Público Hidrológico 

y de la Calidad de las Aguas Terrestres  

 

CAPÍTULO I 

Normas Generales 

 

Artículo 78.- Son objetivos de la protección del 

dominio público hidrológico:  

 

1. Prevenir el deterioro del estado ecológico 

y la contaminación de las aguas para al-

canzar un buen estado general.  

2. Establecer programas de control de cali-

dad en cada cuenca hidrográfica.  

3. Impedir la acumulación de compuestos tó-

xicos o peligrosos en el subsuelo, capaces 

de contaminar las aguas subterráneas.  

4. Evitar cualquier otra acumulación que 

pueda ser causa de degradación del domi-

nio público hidrológico.  

5. Recuperar los sistemas acuáticos asocia-

dos al dominio público hidrológico.  

6. Establecer reglamentariamente los niveles 

de calidad correspondientes a los estados 

indicados en el párrafo 1) y los plazos para 

alcanzarlos.  

 

Artículo 79.- Se entiende por Contaminación, a 

los efectos de esta Ley, la acción y el efecto de 

introducir materias o formas de energía, o inducir 

condiciones en el agua que, de modo directo o in-

directo, impliquen una alteración perjudicial de su 

calidad en relación con los usos posteriores o con 

su función ecológica.  
 

El concepto de Degradación del Dominio Público 

Hidrológico a efectos de esta Ley, incluye las al-

teraciones perjudiciales del entorno afecto a dicho 

dominio.  
 

Artículo 80.- La Policía de Aguas superficiales, 

subterráneas y de sus cauces y depósitos natura-

les, zonas de servidumbre y perímetros de protec-

ción se ejercerá por el Gobierno, a través del Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente.  

Artículo 81.- 1. Alrededor de los embalses super-

ficiales, el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente 

podrá prever en sus proyectos las zonas de servi-

cio, necesarias para su explotación.  
 

2.- En todo caso, las márgenes de los lagos, lagu-

nas y embalses quedarán sujetas a las zonas de 

servidumbre y policía fijadas para las corrientes 

de agua.  
 

Artículo 82.- Se prohíbe realizar las siguientes 

actividades contaminantes:  
 

1. Efectuar los vertidos directos o indirectos 

que constituyan o puedan constituir un pe-

ligro de contaminación de las aguas tanto 

superficiales como subterráneas o de de-

gradación de su entorno.  

2. Acumular basuras, escombros o sustan-

cias de cualquier naturaleza, que constitu-

yan o puedan constituir un peligro de con-

taminación de las aguas o de degradación 

de su entorno, con independencia del lugar 

en que se depositen.  

3. Efectuar acciones sobre el medio físico o 

biológico afecto al agua, que constituyan 

o puedan constituir una degradación del 

mismo.  
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4. El ejercicio de actividades dentro de los 

perímetros de protección fijados en los 

Planes Hidrológicos, cuando pudieran 

constituir un peligro de contaminación o 

degradación del dominio público hidroló-

gico.  
 

Artículo 83.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, en las concesiones y Autorizaciones 

que otorgue, previo informe, en su caso, de los 

otros Departamentos involucrados, adoptará las 

medidas necesarias para hacer compatible el apro-

vechamiento con el respeto del medio ambiente y 

garantizar los caudales ecológicos o demandas 

medioambientales previstas en la planificación hi-

drológica.  
 

En la tramitación de concesiones y Autorizacio-

nes que afecten al dominio público hidrológico 

que pudieran implicar riesgos para el medio am-

biente, oído de los informes técnicos correspon-

dientes del Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, se pronunciará sobre las medidas correcto-

ras que, a su juicio, deban introducirse como con-

secuencia del informe presentado. Sin perjuicio 

de que, en los supuestos en que sea necesario, de-

bido a la existencia de un riesgo grave para el me-

dio ambiente, sean sometidos al proceso de eva-

luación de impacto ambiental.  

 

Artículo 84.- La protección de las aguas subterrá-

neas frente a las intrusiones de aguas salinas, de 

origen continental o marítimo, se realizará, me-

diante los criterios básicos recogidos en los Planes 

Hidrológicos, correspondiendo al Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente la adopción de las me-

didas oportunas.  

 

CAPÍTULO II 

De los Vertidos al Dominio Público Hidrológico  

 

Artículo 85.- 1. A los efectos de la presente Ley 

se considerarán vertidos los que se realicen di-

recta o indirectamente en las aguas continentales, 

así como en el resto del dominio público, cual-

quiera que sea el procedimiento o técnica utili-

zada. Queda prohibido con carácter general, el 

vertido directo o indirecto de aguas y de produc-

tos residuales susceptibles de contaminar las 

aguas continentales o cualquier otro elemento del 

dominio público hidrológico, salvo que se cuente 

con la previa Autorización Administrativa.  
 

2.- La Autorización del vertido tendrá como obje-

tivo la consecución del buen estado ecológico de 

las aguas de acuerdo con las normas de calidad, 

los objetivos medioambientales y las característi-

cas de emisión e inmisión establecidas reglamen-

tariamente en aplicación de la presente Ley.  
 

Por buen estado ecológico de las aguas se en-

tiende aquél que se determina a partir de indica-

dores de calidad biológica, físico-químicos e hi-

drológicos, inherentes a las condiciones naturales 

de cualquier ecosistema hídrico, en la forma y con 

los criterios de evaluación que reglamentaria-

mente se determinen.  
 

3.- Cuando se otorgue la Autorización o se modi-

fiquen sus condiciones, podrán establecerse pla-

zos y programas de reducción de la contamina-

ción para la progresiva adecuación de las caracte-

rísticas de los vertidos a los límites que en ella se 

fijen.  

4.- La Autorización de vertido no exime de cual-

quier otra que sea necesaria, conforme con las Le-

yes para la actividad o instalación de que se trate.  

 

Artículo 86.- 1. Las Autorizaciones de vertidos 

establecerán las condiciones en que deben reali-

zarse.  

 

2.- En todo caso deberán especificar las instala-

ciones de depuración necesarias y los elementos 

de control de su funcionamiento, así como los lí-

mites cuantitativos y cualitativos que se impon-

gan a la composición del efluente y el importe del 

canon de control del vertido definido en el Ar-

tículo 113.  

 

3.- Las Autorizaciones de vertido tendrán un 

plazo máximo de vigencia de cinco (5) años reno-

vables sucesivamente, siempre que se cumplan las 

normas de calidad y objetivos medioambientales 

exigibles en cada momento. En caso contrario, 

podrán ser modificadas o revocadas de acuerdo 

con lo dispuesto en los Artículos 89 y 90.  

 

4.- A los efectos del otorgamiento, renovación o 

modificación de las Autorizaciones de vertido el 

solicitante acreditará ante el Ministerio de Pesca 
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y Medio Ambiente, en los términos que reglamen-

tariamente se establezcan, la adecuación de las 

instalaciones de depuración y los elementos de 

control de su funcionamiento, a las normas y ob-

jetivos de calidad de las aguas. Asimismo, con la 

periodicidad y en los plazos que reglamentaria-

mente se establezcan, los titulares de las Autori-

zaciones de vertido deberán acreditar las condi-

ciones en que vierten. Los datos a acreditar, po-

drán ser certificados por las Entidades que se ho-

mologuen a tal efecto.  

 

5.- Las solicitudes de Autorizaciones de vertido 

de las Entidades Locales contendrán, en todo 

caso, un plan de saneamiento y control de vertidos 

a colectores municipales. Las Entidades Locales 

estarán obligadas a informar al Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, sobre la existencia de 

vertidos en los colectores locales de sustancias tó-

xicas y peligrosas reguladas por la normativa so-

bre calidad de las aguas.  

 

Artículo 87.- Cuando el vertido pueda dar lugar a 

la infiltración o almacenamiento de sustancias 

susceptibles de contaminar los acuíferos o las 

aguas subterráneas, solo podrá autorizarse si el es-

tudio hidrológico previo demostrase su inocuidad.  

 

Artículo 88.- Las Autorizaciones Administrativas 

sobre establecimiento, modificación o traslado de 

instalaciones o industrias que originen o pueden 

originar vertidos, se otorgarán condicionadas a la 

obtención de la correspondiente Autorización de 

vertido.  

 

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente podrá prohibir en zonas con-

cretas, aquellas actividades y procesos industria-

les cuyos efluentes, a pesar del tratamiento a que 

sean sometidos, puedan constituir riesgo de con-

taminación grave para las aguas, bien sea en su 

funcionamiento normal o en caso de situaciones 

excepcionales.  

 

Artículo 89.- 1. El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente podrá revisar las Autorizaciones de 

vertido en los siguientes casos:  
 

a) Cuando sobrevengan circunstancias que, 

de haber existido anteriormente, habrían 

justificado su denegación o el otorga-

miento en términos distintos.  

b) Cuando se produzca una mejora de las ca-

racterísticas del vertido y así lo solicite el 

interesado.  

c) Para adecuar el vertido a las normas y ob-

jetivos de calidad de las aguas que sean 

aplicables en cada momento y, en particu-

lar, a las que, para cada río, tramo de río, 

acuífero o masa de agua dispongan los 

Planes Hidrológicos de cuenca.  
 

2.- En casos excepcionales, por razones de sequía 

o en situaciones hidrológicas extremas, el Minis-

terio de Pesca y Medio Ambiente, podrá modifi-

car, con carácter general, las condiciones de ver-

tido a fin de garantizar los objetivos de calidad.  
 

Artículo 90.- 1. Comprobada la existencia de un 

vertido no autorizado, o que no cumpla las condi-

ciones de la Autorización, el Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente realizará las siguientes actua-

ciones:  
 

a) Incoar un procedimiento sancionador y de 

determinación del daño causado a la cali-

dad de las aguas, sin perjuicio de las res-

ponsabilidades generales que correspon-

dan.  

b) Liquidar el canon de control de vertido, de 

conformidad con lo establecido en el Ar-

tículo 113. 
 

2.- Complementariamente, el Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente, podrá acordar la iniciación de 

los siguientes procedimientos: 

 

a) De revocación de Autorización de vertido, 

cuando la hubiera, para el caso de incum-

plimiento de alguna de las condiciones.  

b) De Autorización de vertido, si no la hu-

biera, cuando este sea susceptible de lega-

lización.  

c) De declaración de nulidad de la concesión 

de aguas en los casos especialmente cali-

ficados de incumplimiento de las condi-

ciones o de inexistencia de Autorización, 

de los que resulten daños muy graves en el 

dominio público hidrológico.  
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3.- Las revocaciones y declaraciones de nulidad 

acordadas conforme al apartado anterior no darán 

derecho a indemnización.  

 

Artículo 91.- El Gobierno, a través del Ministerio 

de Pesca y Medio Ambiente, podrá ordenar la sus-

pensión de las actividades que den origen a verti-

dos no autorizados, o adoptar medidas para su co-

rrección según proceda, sin perjuicio de la respon-

sabilidad civil, penal o administrativa en que hu-

bieran podido incurrir los causantes de los mis-

mos.  

 

Artículo 92.- Podrán constituirse Empresas de 

Vertido para conducir, tratar y verter aguas resi-

duales de terceros. Las Autorizaciones de vertido 

que a su favor se otorguen, incluirán, además de 

las condiciones exigidas con carácter general, las 

siguientes:  

 

a) Las de admisibilidad de los vertidos que 

van a ser tratados por la empresa. 

b) Las tarifas máximas y el procedimiento de 

su actuación periódica.  

c) La obligación de constituir una fianza para 

responder de la continuidad y eficacia de 

los tratamientos.  
 

CAPÍTULO III 

De la Reutilización de las Aguas Depuradas  
 

Artículo 93.- 1. El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente en colaboración con otros Servicios y 

Departamentos involucrados, establecerá las con-

diciones básicas para la reutilización de las aguas, 

precisando la calidad exigible a las aguas depura-

das según los usos previstos.  
 

2.- La reutilización de las aguas procedentes de un 

aprovechamiento requerirá concesión administra-

tiva como norma general.  
 

Sin embargo, en el caso de que la reutilización 

fuese solicitada por el titular de una Autorización 

de vertido de aguas ya depuradas, se requerirá so-

lamente la Autorización Administrativa, en la 

cual se establecerán las condiciones complemen-

tarias de las recogidas en la previa Autorización 

de vertido.  
 

3.- Cualquier persona física o jurídica que haya 

obtenido una concesión de reutilización de aguas, 

podrá subrogarse por vía contractual en la titula-

ridad de la Autorización de vertido de aquellas 

aguas, con asunción de las obligaciones que esta 

conlleve, incluidas la depuración y satisfacción 

del canon de control de vertido. Estos contratos 

deberán ser autorizados por el Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente, a los efectos del cambio de 

titular de la Autorización de vertido. En el caso de 

que la concesión se haya otorgado respecto a 

aguas efluentes de una planta de depuración, las 

relaciones entre el titular de esta y el de aquella 

concesión serán reguladas igualmente mediante 

un contrato que deberá ser autorizado por el Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente.  

 

4.- Las personas físicas o jurídicas que asuman las 

obligaciones a que se refiere el apartado anterior, 

podrán solicitar la modificación de la Autoriza-

ción de vertido previamente existente, a fin de 

adaptarla a las nuevas condiciones de vertido. 

Para su revisión se tendrá en consideración el vo-

lumen y la calidad del efluente que se vierta al do-

minio público hidrológico tras la reutilización.  
 

5.- En todo caso, el vertido final de las aguas re-

utilizadas se acomodará a lo previsto en la pre-

sente Ley.  
 

CAPÍTULO IV 

De los Auxilios del Gobierno 
 

Artículo 94.- A propuesta del Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente, el Gobierno, determinará re-

glamentariamente las ayudas que podrán conce-

derse a quienes procedan al desarrollo, implanta-

ción o modificaciones de tecnologías, procesos, 

instalaciones o equipos, así como a cambios en la 

explotación, que signifiquen una disminución en 

los usos y consumos de aguas o bien una menor 

aportación en origen de cargas contaminantes a 

las aguas utilizadas. Asimismo, podrán conce-

derse ayudas a quienes realicen plantaciones de 

árboles cuyo objetivo sea la protección de los re-

cursos hidrológicos.  
 

Estas ayudas se extenderán a quienes procedan a 

la potabilización y desalinización de aguas y a la 

depuración de aguas residuales, mediante proce-

sos o métodos más adecuados, a la implantación 
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de sistemas de reutilización de aguas residuales, o 

desarrollen actividades de investigación en estas 

materias.  

CAPÍTULO V 

De la Preservación y Saneamiento de las Aguas 

del Dominio Público Hidrológico, las Obras  

e Instalaciones Hidráulicas  
 

Artículo 95.- Para la realización de investigacio-

nes geológicas o edafológicas, extracción de mi-

nerales, explotación de canteras y construcción de 

terraplenes y embalses, sistemas de tratamiento de 

aguas residuales y acueductos en el dominio pú-

blico hidrológico, se presentará al Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente una solicitud de Autori-

zación, donde se indicarán las medidas que se re-

quieran para la preservación y el saneamiento de 

las aguas terrestres.  
 

Artículo 96.- Quien por sus actividades genere 

sustancias residuales que puedan dañar la calidad 

de las aguas continentales, estará en la obligación 

de controlar y garantizar el funcionamiento de las 

obras e instalaciones destinadas al tratamiento y 

la disposición final de dichas sustancias, según las 

normas establecidas por esta Ley.  
 

Artículo 97.- La construcción de cualquier sis-

tema de disposición final de residuales líquidos 

requerirá la correspondiente Autorización Me-

dioambiental, la cual señalará obligatoriamente 

entre otras las especificaciones siguientes:  
 

a) Los límites máximos que se impondrán a 

la composición y el volumen del efluente; 

y 

b) El punto o lugar de disponibilidad final. 
 

Artículo 98.- Los trabajos y demás actividades 

para la recuperación de terrenos inundados sali-

nos o salinizados, así como cualquier sistema de 

drenaje, estarán condicionadas al cumplimiento 

de la obligación de no reducir la disponibilidad, la 

calidad de los recursos hídricos y mantener la ca-

nalización correspondiente de las lagunas. Estas 

actividades precisarán la Autorización del Minis-

terio de Pesca y Medio Ambiente. 
 

Artículo 99.- En todo diseño, construcción o ex-

plotación de obras hidráulicas destinadas a la re-

gulación y al aprovechamiento de las aguas del 

dominio público hidrológico, se tomarán en 

cuenta las medidas que se requieran para preser-

var la vida acuática, la explotación pesquera, y el 

equilibrio ecológico, de acuerdo con las normas 

establecidas al efecto por el Gobierno. 
 

Artículo 100.- Con el objetivo de favorecer el 

desarrollo de la acuicultura en las aguas terrestres, 

y de proteger éstas contra la contaminación, se 

cumplirán con carácter obligatorio las reglas si-

guientes:  
 

1. La cría extensiva de peces, así como la 

captura de éstos, se podrá realizar en todos 

los cuerpos de aguas terrestres, indepen-

dientemente del uso a que estén destina-

dos, con la única limitación de cumplir las 

normas y demás disposiciones estableci-

das al efecto para proteger las fuentes de 

abastecimiento a la población, evitar su 

obstrucción, así como la degradación del 

entorno.  

2. No realizar la cría intensiva ni semi-inten-

siva de peces en embalses destinados al 

abastecimiento de agua a la población. 

3. Condicionar la realización de la cría inten-

siva y semi-intensiva de peces en los de-

más embalses a la aprobación expresa del 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, 

con la finalidad de asegurar que el desa-

rrollo de la indicada actividad no entre en 

contradicción con los objetivos específi-

cos de protección de los recursos hídricos 

y del medio Ambiente en general en cada 

caso; y 

4. Cuando se estime necesario extraer total o 

parcialmente el agua de un embalse para 

la captura de las especies existentes, se re-

querirá la aprobación previa del Ministe-

rio de Pesca y Medio Ambiente.  

 

Artículo 101.- Se prohíbe, sin la previa Autoriza-

ción Medioambiental:  

 

1. La ejecución de cualquier tipo de obra o 

trabajo destinado a embalsar, derivar, cap-

tar, controlar o drenar aguas superficiales, 

así como infiltrarlas en el manto subterrá-

neo, a su paso por predios o heredades, 

tanto rurales como urbanos.  
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2. La construcción de puentes, alcantarillas u 

otras obras que limiten la capacidad de 

conducción de los cauces naturales o arti-

ficiales.  

 

3. La realización de cualquier tipo de obra o 

trabajo que pueda obstruir o dificultar la 

capacidad de evacuación de las aguas su-

perficiales mediante el drenaje subterrá-

neo.  

4. Cualquier tipo de trabajo o actividad que 

impida u obstaculice el funcionamiento 

normal de las obras de protección contra 

inundaciones o de las obras de drenaje.  

 

Artículo 102.- El Gobierno, principalmente a tra-

vés de los Ministerios de Pesca y Medio Am-

biente, Infraestructuras, Viviendas y Urbanismo e 

Interior y Corporaciones Locales, cada uno en lo 

que le concierne, tomará disposiciones necesarias 

para evitar el incumplimiento de lo preceptuado 

en el Artículo 101 precedente.  

 

Artículo 103.- A los efectos de garantizar la pre-

servación y el saneamiento de las aguas continen-

tales y la protección de las fuentes, cursos natura-

les de agua, obras e instalaciones hidráulicas, el 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, está fa-

cultado para:  

 

1. Controlar la calidad de los recursos hídri-

cos según su destino y aprovechamiento, 

en coordinación con los otros servicios 

afectados de la Administración, en lo que 

sea procedente.  

2. Adoptar las medias que requiera el control 

de cumplimiento de la obligación consis-

tente en que las sustancias residuales de 

las actividades económicas y sociales re-

ciban, antes de ser vertidas al medio am-

biente, el tratamiento adecuado que garan-

tice, según las normas establecidas, que no 

se contaminen los cuerpos de aguas super-

ficiales y subterráneas.  

3. Establecer las normas y dictar las disposi-

ciones destinadas a garantizar la preserva-

ción y el saneamiento de los cuerpos de 

aguas superficiales y subterráneas.  

4. Poner en práctica las medidas hidrotécni-

cas que considere necesarias para preser-

var la disponibilidad y la calidad de las 

aguas en los casos de desastres naturales u 

otras situaciones imprevistas que puedan 

dañarlas.  

5. Adoptar las medidas pertinentes para ase-

gurar, en cada cuenca subterránea, la pro-

tección contra la contaminación y la pre-

servación de su posible agotamiento y sa-

linización, entre ellas las siguientes:   

 

a) Limitar o suspender temporalmente la ex-

tracción de las aguas subterráneas en áreas 

o en pozos específicos.  

b) Suspender temporalmente la Autorización 

de Extracción, cuando en virtud de las cir-

cunstancias así lo requiera.  

c) Ordenar la redistribución espacial de las 

captaciones existentes.  

d) Proponer al Consejo de Ministros la decla-

ración de zonas o acuíferos vedados o sú-

per explotados.  

e) Limitar o suspender, la infiltración artifi-

cial de aguas, tanto residuales como de 

otras procedencias.  

 

6. Conceder, y según el caso cancelar, las 

Autorizaciones para la ejecución de obras 

e instalaciones hidráulicas destinadas a la 

captación, el almacenamiento, la deriva-

ción, el control, el encauzamiento, la re-

carga artificial y el saneamiento de las 

aguas terrestres, según lo establecido en 

esta Ley.  

7. Disponer la modificación, la remodela-

ción o el acondicionamiento de las obras e 

instalaciones hidráulicas cuando perjudi-

quen la protección de las aguas contra la 

contaminación, así como modificar, res-

tringir o prohibir por las causas señaladas, 

su funcionamiento y operación.  

8. Establecer, en coordinación con otros Mi-

nisterios que correspondan, en lo que res-

pectivamente les concierne, las normas re-

lativas a la creación, la conservación y el 

uso de las zonas de protección que con ca-

rácter obligatorio se instituyan con la fina-

lidad de proteger los cuerpos de agua, los 
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cauces naturales y artificiales, las fuentes 

de abastecimiento de aguas subterráneas 

para la población y las obras e instalacio-

nes hidráulicas contra peligros de conta-

minación, obstrucción y otras formas de 

degradación o deterioro.  

9. Controlar que, en la construcción de todo 

embalse, antes de proceder al cierre de la 

presa, se eliminen del vaso la vegetación y 

todo lo que puede alterar la calidad del 

agua y la explotación pesquera.  

10. Organizar y dirigir la vigilancia y la pro-

tección para asegurar el cumplimiento de 

las disposiciones y normas relativas al 

aprovechamiento, la conservación, el sa-

neamiento y el uso racional de las aguas 

continentales, así como la protección de 

sus fuentes, cauces naturales y obras e ins-

talaciones hidráulicas, en coordinación 

con los Ministerios de Sanidad y Bienestar 

Social y el del Interior y Corporaciones 

Locales.  

11. Establecer las normas sobre las caracterís-

ticas que deberán tener las aguas residua-

les para su aprovechamiento en los cuer-

pos receptores de aguas terrestres.  

12. Controlar el cumplimiento de la prohibi-

ción de ubicar en zonas de influencia de 

fuentes de abastecimiento a la población, 

instalaciones cuyos residuos, incluso tra-

tados, constituyan riesgos potenciales de 

contaminación.  

13. Autorizar, en casos especiales, el verti-

miento de aguas albañales en sistemas de 

drenaje pluvial, así como fijar el grado de 

tratamiento previo a que se deberán some-

terse.  

14. Aprobar la implantación de cualquier sis-

tema de disposición final de desechos só-

lidos cuando éstos impliquen un riesgo de 

contaminación de las aguas terrestres.  

15. Aprobar la reutilización de las aguas de 

drenaje y residuales, tratadas o no, para el 

riego de cultivos de vegetales que se in-

gresan sin cocción o para la producción y 

elaboración de productos alimenticios.  

16. Prohibir, provisionalmente o definitiva-

mente, cuando proceda, oído el parecer del 

Ministerio Encargado de Agricultura, el 

riego con insecticidas, herbicidas, fertili-

zantes, fungicidas y otras sustancias tóxi-

cas en las áreas de las cuencas superficia-

les y subterráneas destinadas al abasteci-

miento de aguas de consumo humano, in-

dustrial, agropecuario y la producción 

pesquera. 

17. Autorizar el procedimiento para el trata-

miento de las aguas suministradas por los 

acueductos.  

 

Artículo 104.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, en coordinación con el Ministerio del 

Interior y Corporaciones Locales, ejercerá el con-

trol del cumplimiento de la prohibición del verti-

miento de escombros o basuras en zonas cársticas, 

cauces de ríos y arroyos, cuevas, sumideros, de-

presiones del terreno y drenes, con la finalidad de 

prevenir el peligro de inundaciones y evitar per-

juicios sanitarios que pudieran resultar de la inter-

ferencia al escurrimiento o infiltración normales 

de las aguas pluviales y fluviales.  

CAPÍTULO VI 

La Conservación de Árboles para  

Evitar la Disminución de las Aguas  

 

Artículo 105.- Para evitar la disminución de las 

aguas producida por la tala de bosques, todas las 

Autoridades Nacionales están facultadas, con los 

medios que tengan a su alcance, para garantizar el 

estricto cumplimiento de las disposiciones legales 

referentes a la conservación de los árboles, espe-

cialmente los de las orillas de los ríos y los que se 

encuentran en los lugares de nacimientos de 

aguas.  
 

Artículo 106.- Los propietarios de terrenos atra-

vesados por ríos, arroyos, o aquellos en los cuales 

existan manantiales, en cuyos contornos hayan 

sido destruidos los bosques que los servían de 

abrigo, están obligados a repoblar árboles en las 

márgenes de los mismos ríos, arroyos o manantia-

les, a una distancia no mayor de cinco metros de 

las expresadas aguas, en todo el trayecto y su 

curso, comprendido en la respectiva propiedad.  
 

Artículo 107.- Se prohíbe destruir, tanto en los 

bosques del Estado como en los de particulares, 

los árboles situados a menos de sesenta metros de 
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los manantiales que nazcan en los cerros, o a me-

nos de cincuenta metros de los que nazcan en te-

rrenos planos.  
 

Artículo 108.- Las infracciones a lo dispuesto en 

los Artículos anteriores obliga al infractor a repo-

ner los árboles destruidos además de las penas que 

se determinan en el Título IX de la presente Ley. 
 

Artículo 109.- Queda totalmente prohibido a los 

Ayuntamientos enajenar, hipotecar o de otra ma-

nera comprometer las tierras que posean o que ad-

quieran en las márgenes de los ríos, arroyos o ma-

nantiales o en cuencas u hoyas hidrográficas en 

que broten manantiales o en que tengan sus oríge-

nes o cabeceras cualquier curso de agua de que se 

surta alguna población.   
 

En terrenos planos o de pequeño declive, tal 

prohibición abarcará una franja de cien (100) me-

tros a uno y otro lado de dichos ríos, arroyos y 

manantiales; y en las cuencas u hoyas hidrográfi-

cas 250 metros a uno y otro lado de la depresión 

máxima, en toda la línea, a contar de la mayor al-

tura inmediata.  

Artículo 110.- Los Ayuntamientos deberán con-

sultar al Ministerio de Pesca y Medio Ambiente a 

efectos de obtención del correspondiente dicta-

men, antes de enajenar, hipotecar, dar en arriendo 

o explotar por su cuenta, cualquier terreno que po-

sean o adquieran cuando en dichos terrenos exis-

tan aguas de dominio público utilizables. El Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente, dictaminará 

si tales terrenos están comprendidos entre los 

mencionados en el Artículo anterior, y si el des-

tino que se deseare darles pudiera afectar la con-

servación de las aguas que utilizan las poblacio-

nes.  
 

CAPÍTULO VII 

De las Zonas Húmedas 
 

Artículo 111.- 1. Se considera como zonas húme-

das, las marismas, pantanos, tuberías y otras su-

perficies cubiertas de aguas, naturales o artificia-

les, permanentes o temporales, estancadas o co-

rrientes, dulces o saladas, incluidas las extensio-

nes de aguas marinas cuya profundidad con la ma-

rea baja no exceda deis metros. Su delimitación se 

efectuará de acuerdo con la correspondiente legis-

lación específica. 
 

2.- Toda actividad que afecte a tales zonas reque-

rirá de la Autorización del Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente.  
 

3.- El Ministerio de Pesca y Medio Ambiente di-

rigirá su actuación a la conservación, la protec-

ción, la gestión sostenible y la recuperación de las 

zonas húmedas, especialmente de aquellas que 

posean un interés natural o paisajístico. Así 

mismo, podrá promover la declaración de deter-

minadas zonas húmedas como especial interés 

para su conservación y protección, de acuerdo con 

la legislación medioambiental. Del mismo modo, 

previa evaluación medioambiental, podrá promo-

ver la desecación de aquellas zonas húmedas, de-

claradas insalubres o cuyo saneamiento se consi-

dere de interés público. 
 

TÍTULO VIII 

Del Régimen Económico-Financiero de la  

Utilización del Dominio Público Hidrológico 
 

Artículo 112.- 1. La ocupación, utilización y 

aprovechamiento de los bienes del dominio pú-

blico hidrológico que requieran concesión o Au-

torización Administrativa, devengarán una Tasa 

denominada “Canon de Utilización de Bienes 

del Dominio Público Hidrológico”, destinada a 

la protección y mejora de dicho dominio, cuyos 

montos se ingresarán en el Fondo Nacional para 

el Manejo de Medio Ambiente (FONAMA). Los 

concesionarios de aguas estarán exentos del pago 

del canon por la ocupación o utilización de los te-

rrenos de dominio público hidrológico necesarios 

para llevar a cabo la concesión.  

 

2.- El devengo de la Tasa se producirá por el otor-

gamiento inicial y el mantenimiento anual de la 

concesión o Autorización y será exigible en la 

cuantía que corresponda y en los plazos que se se-

ñalen en las condiciones de dicha concesión o Au-

torización.  
 

3.- Serán sujetos pasivos del canon los concesio-

narios o personas autorizadas o, en su caso, quie-

nes se subroguen en lugar de aquellos.  
 

4.- La base imponible de la exacción y los porcen-

tajes aplicables, se determinarán en la Ley de Ta-

sas Fiscales. 
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Artículo 113.- 1. Los vertidos al dominio público 

hidrológico estarán gravados con una Tasa desti-

nada al estudio, control, protección y mejora del 

medio receptor de cada cuenca hidrográfica, que 

se denominará “Canon de Control de Vertidos”, 

y cuyos importes se ingresarán en el FONAMA. 
 

2.- Serán sujetos pasivos del canon de control de 

vertidos, quienes lleven a cabo el vertido.  
 

3.- El importe del Canon de Control de Vertidos 

será el producto del volumen, del vertido autori-

zado por el precio unitario del control de vertido. 

Este precio unitario se calculará multiplicando el 

precio básico por metro cúbico por un coeficiente 

de mayoración, en función de la naturaleza, carac-

terísticas y grado de contaminación del vertido, 

así como por la mayor calidad ambiental del me-

dio físico en que se vierte.  
 

4.- El precio básico por metro cúbico para el agua 

residual urbana, y para el agua residual industrial 

se determinará en el Reglamento de Aplicación de 

esta Ley.  
 

5.- Cuando se compruebe la existencia de un ver-

tido, cuyo responsable carezca de la Autorización 

Administrativa correspondiente, independiente-

mente de la sanción que corresponda, el responsa-

ble estará obligado a reponer el daño causado, el 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente liquidará 

el Canon de Control de Vertidos por los ejercicios 

no prescritos, calculando su importe por procedi-

mientos de estimación indirecta conforme a lo que 

reglamentariamente se establezca.  
 

Artículo 114.- 1. Los beneficiarios de obras de re-

gulación de las aguas superficiales o subterráneas, 

financiadas total o parcialmente por el Gobierno, 

satisfarán un canon de regulación destinado a 

compensar los costes de la inversión que soporte 

la Administración Pública para atender los gastos 

de explotación y conservación de tales obras. 
 

2.- Los beneficiarios de otras obras hidráulicas es-

pecíficas financiadas total o parcialmente por el 

Gobierno, incluidas las de corrección del dete-

rioro del dominio público hidrológico, derivado 

de su utilización, satisfarán por la disponibilidad 

o uso del agua una exacción denominada “Tarifa 

de Utilización del Agua”, destinada a compensar 

los costes de inversión que soporte la Administra-

ción Pública y atender los gastos de explotación y 

conservación de tales obras. Tanto el canon de re-

gulación como la Tarifa de Utilización del Agua 

se ingresarán en la Tesorería General del Estado.  
 

3.- La cuantía de cada una de las exacciones se 

fijará reglamentariamente.  
 

4.- El Organismo liquidador de los cánones y 

exacciones referidos en el presente Artículo, in-

troducirá un factor corrector del importe a satisfa-

cer, según lo que consuma el beneficiario de la 

obra hidráulica, en cantidades superiores o infe-

riores a las dotaciones de referencia fijadas en los 

Planes Hidrológicos, en su caso, en la normativa 

que regule la respectiva planificación sectorial, en 

especial en materia de regadíos u otros usos agra-

rios. Este factor corrector consistirá en un coefi-

ciente a aplicar sobre la liquidación que no podrá 

ser superior a 2 ni inferior a 0,5 conforme a las 

reglas que se determinen reglamentariamente.  
 

TÍTULO IX 

De las Infracciones y Sanciones 

 del Dominio Público Hidrológico 

 

 

CAPÍTULO I 

De las Infracciones 

 

Artículo 115.- Se considerarán Infracciones Ad-

ministrativas al dominio público hidrológico: 

 

1. Las acciones que causen daños a los bie-

nes de dominio público hidrológico y a las 

obras hidráulicas.  

2. La derivación de agua en cauces y el alum-

bramiento de aguas subterráneas sin la co-

rrespondiente concesión o Autorización 

cuando sea preciso.  

3. El incumplimiento de las condiciones im-

puestas en las concesiones y Autorizacio-

nes Administrativas a las que se refiere 

esta Ley, sin perjuicio de su caducidad, re-

vocación o suspensión.  

4. La ejecución sin la debida Autorización 

Administrativa, de otras obras, trabajos, 

siembras o plantaciones en los dominios 
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públicos hidrológicos o en las zonas suje-

tas legalmente a algún tipo de limitación 

en su destino o uso.  

5. La invasión, la ocupación o la extracción 

de áridos de los dominios públicos hidro-

lógicos, sin la correspondiente Autoriza-

ción.  

6. Los vertidos que puedan deteriorar la cali-

dad del agua o las condiciones de desagüe 

del medio receptor, efectuados sin la Au-

torización correspondiente. 

7. El incumplimiento de las prohibiciones 

establecidas en esta Ley o la omisión de 

los actos a que obliga.  

8. La apertura de pozos y la instalación en los 

mismos de instrumentos para la extracción 

de aguas subterráneas sin disponer previa-

mente de la correspondiente concesión o 

Autorización del Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente, y 

9. Todas las otras actuaciones expresamente 

prohibidas en esta Esta Ley. 

 

Artículo 116.- Las Infracciones del Artículo 115 

anterior se clasificarán reglamentariamente de Le-

ves, Graves y Muy Graves, atendiendo a su reper-

cusión en el orden y aprovechamiento del domi-

nio público hidrológico, a su trascendencia por lo 

que respecta a la seguridad de las personas y bie-

nes y las circunstancias del responsable, su grado 

de malicia, participación y beneficio obtenido, así 

como el deterioro producido en la calidad del re-

curso, pudiendo ser sancionados con las multas 

establecidas en el Artículo 117 siguiente.  
 

Serán consideradas Infracciones Leves:  
 

 La apertura de pozos de agua y la instala-

ción en los mismos de instrumentos para 

la extracción de aguas subterráneas sin 

disponer de la correspondiente concesión 

o Autorización Medioambiental.  

 La derivación de aguas en sus cauces y el 

alumbramiento de aguas subterráneas sin 

la correspondiente concesión o Autoriza-

ción Medioambiental, cuando sean preci-

sos.  
 

Serán consideradas Infracciones Graves: 
 

 El incumplimiento de las condiciones im-

puestas en las concesiones y Autorizacio-

nes Administrativas a las que se refiere 

esta Ley, sin perjuicio de su caducidad, re-

vocación o suspensión. 

 La invasión, ocupación o extracción de 

áridos del dominio público hidrológico sin 

la correspondiente Autorización Me-

dioambiental.  

 La ejecución de otras obras, trabajos, 

siembras o plantaciones en el dominio pú-

blico hidrológico o en las zonas sujetas le-

galmente a algún tipo de limitación en su 

destino o uso, sin la debida Autorización 

Medioambiental.  

 La reincidencia en las infracciones clasifi-

cadas como Leves. 

 El incumplimiento de las prohibiciones 

establecidas en la presente Ley o la omi-

sión de los actos a que obliga.  
 

Serán consideradas Infracciones Muy Graves: 
 

 Las acciones que causen daños a los bie-

nes del dominio público hidrológico y a 

las obras hidráulicas.  

 Los vertidos que puedan deteriorar la cali-

dad del agua o las condiciones de desagüe 

del medio receptor efectuado sin la corres-

pondiente Autorización Medioambiental.  

 La reincidencia en las Infracciones defini-

das como Graves. 
 

CAPÍTULO II 

De las Sanciones 
 

Artículo 117.- 1. Infracciones Leves, multa de 

500.000 a 1.000.000 F. Cfas. 
 

2.- Infracciones Graves, multa de 1.000.001 a 

50.000.000 de F. Cfas. 
 

3.- Infracciones Muy Graves, multa de 

50.000.000 de F. Cfas a más.  
 

La sanción de las Infracciones Leves al dominio 

público hidrológico corresponde al director Gene-

ral de Aguas y Costas. Será competencia del Mi-

nistro de Pesca y Medio Ambiente, imponer mul-

tas por las Infracciones Graves al dominio público 
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hidrológico. La imposición de sanciones por In-

fracciones Muy Graves al dominio público hidro-

lógico corresponde al Consejo de Ministros.  
 

Se faculta a las Autoridades Provinciales, Distri-

tales y Municipales en el ámbito de su influencia, 

informar al Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, toda actuación considerada infracción.  
 

Artículo 118.- Con relación a las indemnizacio-

nes por daños y perjuicios causados al dominio 

público hidrológico, se atendrá a lo siguiente:  
 

1. Con independencia de las sanciones que 

les sean impuestas, los infractores estarán 

obligados a reparar los daños y perjuicios 

ocasionaros al dominio público hidroló-

gico, así como a reponer las cosas a su es-

tado anterior. El Órgano Sancionador fi-

jará la ejecución automática de las indem-

nizaciones que procedan.  

2. Tanto el importe de las sanciones como el 

de las responsabilidades a que hubiera lu-

gar, podrán ser exigidos por vía de apre-

mio.  
 

Artículo 119.- En los supuestos en que las infrac-

ciones pudieran ser constitutivas de delito, el Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente pasará el 

tanto de culpa a la jurisdicción competente y se 

abstendrá de proseguir el procedimiento sancio-

nador mientras la Autoridad Judicial no se haya 

pronunciado. La sanción de la Autoridad Judicial 

excluirá la imposición de multa administrativa. 

De no haberse estimado la existencia de delito, el 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente podrá 

continuar el expediente sancionador en base a los 

hechos que los Tribunales hayan considerado pro-

bados.  
 

Artículo 120.- Corresponde a la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa el conocimiento de 

las pretensiones que se deduzcan en relación con 

los actos de cualquiera de los Órganos de la Ad-

ministración Central del Estado en materia de 

aguas, sujetos al Derecho Administrativo.  
 

TÍTULO X 

De las Obras Hidráulicas 
 

Artículo 121.- A los efectos de esta Ley, se en-

tiende por Obra Hidráulica la construcción de bie-

nes que tengan naturaleza inmueble, destinada a 

la captación, extracción, desalación, almacena-

miento, regulación, conducción, control y aprove-

chamiento de aguas, así como el saneamiento, de-

puración, tratamiento y reutilización de las apro-

vechadas y las que tengan como objeto la recarga 

artificial de acuíferos, la actuación sobre los cau-

ces, corrección del régimen de corrientes y la pro-

tección frente a avenidas, tales como presas, em-

balses, canales de acequias, conducciones y depó-

sitos de abastecimiento a poblaciones, instalacio-

nes de desalación, captación y bombeo, alcantari-

llado, colectores de aguas pluviales y residuales, 

instalaciones de redes de control de calidad, di-

ques y obras de encauzamiento y defensa contra 

las avenidas, así como aquellas actuaciones nece-

sarias para la protección del dominio público hi-

drológico.  
 

Artículo 122.- 1. Las Obras Hidráulicas pueden 

ser de utilidad pública o privada. No podrá ini-

ciarse la construcción de una Obra Hidráulica que 

comporte la concesión de nuevos usos del agua, 

sin previamente se obtenga o declare la corres-

pondiente concesión, Autorización o reservas de-

mándales, salvo en el caso de declaración de 

emergencia o de situaciones hidrológicas extre-

mas.  
 

2.- Son Obras Hidráulicas Públicas las destinadas 

a garantizar la protección, control y aprovecha-

miento de las aguas continentales y del dominio 

público hidrológico y que sean competencia de la 

Administración Central del Estado y de las Enti-

dades Locales.  
 

3.- Son Obras Hidráulicas Privadas todas aquellas 

no contempladas en los dos puntos anteriores de 

este Artículo.  
 

Artículo 123.- 1. Son competencias de la Admi-

nistración Central del Estado las Obras Hidráuli-

cas de interés general. La gestión de estas obras 

podrá realizarse directamente por el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, o a través de otros Ór-

ganos de la Administración Central del Estado 

con competencias en materias de Aguas y Entida-

des Locales en virtud de un convenio específico 

que encomienda la gestión.  
 

2.- La Administración Central del Estado y las 

Entidades Locales podrán celebrar convenios para 
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la realización y financiación conjunta de Obras 

Hidráulicas de su competencia.  
 

Artículo 124.- a) Las Obras Hidráulicas de inte-

rés general y las obras y actuaciones hidráulicas 

de ámbito supramunicipal, incluidas en la planifi-

cación hidrológica y que no agoten su funcionali-

dad en el término Municipal en donde se ubiquen, 

no estarán sujetas a Licencia ni a cualquier acto 

de control preventivo Municipal.  
 

b) Los Órganos Urbanísticos competentes no po-

drán suspender la ejecución de las obras a las que 

se refiere el apartado anterior, siempre que se 

haya cumplido el trámite de informe previo, y que 

esté debidamente aprobado el proyecto técnico 

por el Órgano competente, las obras se ajusten a 

dicho proyecto o a sus modificaciones y se haya 

hecho la comunicación a que se refiere el apartado 

siguiente.  
 

c) El Ministerio de Pesca y Medio Ambiente co-

municará a las Entidades Locales afectadas la 

aprobación de los proyectos de las Obras Públicas 

Hidráulicas a que se refiere el apartado 1), a fin de 

que se inicie, en su caso, el procedimiento de mo-

dificación del planeamiento urbanístico Munici-

pal para adaptarlo a la implantación de las nuevas 

infraestructuras o instalaciones, de acuerdo con la 

legislación urbanística que resulte aplicable en 

función de la ubicación de la obra.  
 

Artículo 125.- 1. El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, los otros Órganos de la Administración 

Central del Estado con competencias en materias 

de aguas y las Entidades Locales tienen los debe-

res de recíproca coordinación de sus competen-

cias concurrentes sobre el medio hídrico con inci-

dencia en el modelo de ordenación territorial, en 

la disponibilidad, calidad y protección de las 

aguas y, en general del dominio público hidroló-

gico, así como los deberes de información y cola-

boración mutua en relación con las iniciativas y 

proyectos que promuevan.  
 

2.- Se establecerán los procedimientos reglamen-

tarios correspondientes para la coordinación y 

cooperación a la que se refiere el apartado ante-

rior.  
 

3.- Los terrenos reservados en los Planes Hidroló-

gicos para la realización de Obras Hidráulicas de 

interés general, así como los que sean estricta-

mente necesarios para su posible ampliación, ten-

drán la clasificación y calificación que resulte de 

la legislación urbanística aplicable y sea adecuada 

para garantizar y preservar la funcionalidad de di-

chas obras, la protección del dominio público hi-

drológico y su compatibilidad con los usos de 

agua y las demandas medioambientales. Los ins-

trumentos generales de ordenación y planea-

miento urbanístico deberán recoger dicha clasifi-

cación y calificación.  
 

Artículo 126.- Se someterán al proceso de eva-

luación del Impacto Medioambiental los proyec-

tos y actividades relacionados con el dominio pú-

blico hidrológico conforme a lo establecido en el 

Título II, de la Ley Nº 7/2.003, Reguladora del 

Medio Ambiente en la República de Guinea Ecua-

torial, sus Anexos y aquellos que se determinen 

según lo que establece el Artículo 83 de la pre-

sente Ley.  
 

Artículo 127.- La aprobación de los proyectos de 

obras hidráulicas de interés general llevará implí-

cita la declaración de utilidad pública y la necesi-

dad de ocupación de los bienes y adquisición de 

derechos, a los fines de Expropiación Forzosa y 

ocupación temporal, de acuerdo con lo dispuesto 

en la legislación correspondiente.  
 

1. La declaración de utilidad pública y nece-

sidad de ocupación se referirá también a 

los bienes y derechos comprendidos en el 

replanteo del proyecto y en las modifica-

ciones de obras que puedan aprobarse pos-

teriormente.  

2. Cuando la realización de una obra hidráu-

lica de interés general afecte de forma sin-

gular el equilibrio socioeconómico del 

Término Municipal en que se ubique, se 

elaborarán y ejecutará un proyecto de res-

titución para compensar tal afectación.  

 

SEGUNDA PARTE 

DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE (Costas) 

 

TÍTULO XI 

Determinación, Protección, Utilización y Policía del Do-

minio Público Marítimo-Terrestre, Especialmente de la 

Zona Costera 
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CAPÍTULO I 

De los Bienes que lo Integran 

 

Artículo 128.- Son Bienes de Dominio Público 

Marítimo-Terrestre, en virtud de esta Ley:  

 

1. La ribera del mar y de las rías, que incluye: 

 

a) La zona marítima-terrestre o espacio com-

prendido entre la línea de baja mar esco-

rada o máxima viva equinoccial, y el lí-

mite hasta donde alcanzan las olas en los 

mayores temporales conocidos, o cuando 

lo supere, el de la línea de pleamar má-

xima viva equinoccial. Esta zona se ex-

tiende también por las márgenes de los 

ríos hasta el sitio donde se haga sensible el 

efecto de las mareas. Se consideran inclui-

das en esta zona las marismas, albuferas, 

marjales, esteros y, en general, los terre-

nos bajos que se inundan como conse-

cuencia del flujo y reflujo de las mareas, 

de las olas, o de la filtración del agua del 

mar.  

b) Las playas o zonas de depósito de materia-

les sueltos, tales como arenas, gravas y 

guijarros, incluyendo escarpes, bermas y 

dunas, tengan o no vegetación, formadas 

por acción del mar o del viento marino, u 

otras causas naturales o artificiales.  

 

2.- El Mar Territorial, la Zona Económica Exclu-

siva, las Aguas Interiores con su lecho y subsuelo, 

definidos y regulados en el Derecho Internacional 

Marítimo.  

 

3.- Los recursos naturales de la Zona Económica 

Exclusiva (ZEE) y la Plataforma Continental, de-

finidos y regulados por su legislación específica.  

 

Artículo 129.- Pertenecen asimismo al Dominio 

Público, Marítimo-Terrestre: 

 

1. Las accesiones a la ribera del mar por de-

pósito de materiales o por retirada del mar, 

cualesquiera que sean las causas.  

2. Los terrenos ganados al mar como conse-

cuencia directa o indirecta de obras, y los 

desecados en su ribera. 

3. Los terrenos invalidados por el mar que 

pasen a formar parte de su lecho por cual-

quier causa.  

4. Los acantilados sensiblemente verticales, 

que estén en contacto con el mar o con es-

pacios de dominio público marítimo-te-

rrestre, hasta su coronación.  

5. Los terrenos deslindados como dominio 

público que por cualquier causa han per-

dido sus características naturales de playa, 

acantilado, o zona marítima-terrestre.  

6. Los islotes en aguas interiores y mar terri-

torial.  

7. Los terrenos incorporados a los concesio-

narios para completar la superficie de una 

concesión de dominio público marítimo-

terrestre que les haya sido otorgada, 

cuando así se establezca en las cláusulas 

de la concesión.  

8. Los terrenos colindantes con la ribera del 

mar que se adquieran para su incorpora-

ción al dominio público marítimo-terres-

tre.  

9. Las obras e instalaciones construidas por 

el Gobierno en dicho dominio. 

10. Las obras e instalaciones de iluminación 

de costas y señalización marítima, cons-

truidas por el Gobierno, cualquiera que 

sea su localización, así como los terrenos 

afectados al servicio de las mismas.  

11. Los puertos e instalaciones portuarias de 

titularidad estatal, que se regirán por su re-

gulación específica.  

 

Artículo 130.- Son también del Dominio Público 

Marítimo las islas que estén formadas o se formen 

por causas naturales, en el Mar Territorial o en 

Aguas Interiores o en los ríos, hasta donde se ha-

gan sensibles las mareas, salvo las que sean de 

propiedad privada de particulares o Entidades Pú-

blicas o procedan de la desmembración de esta, en 

cuyo caso se harán de Dominio Público su zona 

Marítima-Terrestre, playas y demás bienes que 

tengan este carácter.  

 

CAPÍTULO II 

De la Zona Costera 
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Artículo 131.- Se define como Zona Costera, la 

franja marítimo-terrestre de ancho variable, 

donde se produce la interacción de la tierra, el mar 

y la atmósfera, mediante procesos naturales. En la 

misma se desarrollan formas exclusivas de ecosis-

temas frágiles y se manifiestan particularidades 

relaciones económicas, sociales y culturales.  

 

Artículo 132.- Toda extensión natural de tierra, 

rodeada de agua, que se encuentra sobre el nivel 

de ésta en pleamar, incluyendo aquellas donde no 

existan condiciones para mantener habitación hu-

mana o vida económica, tendrá determinada su 

zona costera y su zona de protección, según co-

rresponda. 

 

Artículo 133.- Los límites de la zona costera se 

establecen atendiendo a la estructura y configura-

ción de los distintos tipos de costas según se des-

cribe a continuación:  

 

1. Terraza Baja, la constituida por rocas carbo-

natadas, incluyendo el camellón de materiales 

sueltos tales como cantos, guijarros, gravas y are-

nas formado durante los temporales, y regular-

mente cubierto de vegetación. Su límite se esta-

blece en el borde extremo hacia tierra del came-

llón.  
 

En ausencia del camellón:  
 

a) El límite será la línea ubicada a 20 metros 

hacia tierra, medidos a partir del inicio de 

la franja de vegetación natural consoli-

dada más próxima al mar sobre la terraza.  

b) En presencia del acantilado en un segundo 

nivel de terraza, ubicado a menos de 20 

metros hacia tierra, medidos a partir del 

inicio de la franja de vegetación natural 

más próxima al mar sobre la terraza, el lí-

mite hacia tierra estará dado la cima de di-

cho acantilado.  

c) Si el área colindante a la terraza baja es 

una laguna costera con manglar, el límite 

hacia tierra será el definido en el apartado 

4.  
 

2. Costa Acantilada, el área con acantilados cuya 

cima no sea sobrepasada por las marejadas o pe-

netraciones del mar. Se extenderá 20 metros hacia 

tierra, a partir de dicha cima.  

 

3. Playa, ecosistema de la zona costera, consti-

tuido por materiales sueltos de diferente espesor 

en áreas emergidas y submarinas que manifiesta 

procesos de erosión y acumulación por alteracio-

nes de origen natural o antrópico, con cambios en 

la dinámica de su perfil; pertenecen a ella las ba-

rras submarinas, las bermas y las dunas. Su límite 

se establece en el borde extremo hacia tierra de la 

duna más próxima al mar.  
 

En ausencia de dunas:  
 

a) El límite será la línea ubicada a 40 metros 

hacia tierra, medidos a partir del inicio de 

la franja de vegetación natural consoli-

dada más próxima al mar.  

b) Si apareciera el acantilado, ubicado a me-

nos de 40 metros hacia tierra, medidos a 

partir del inicio de la franja de vegetación 

natural más próxima al mar, el límite hacia 

tierra estará dado por la cima de dicho 

acantilado. 

c) Si el área colindante a la berma, resultara 

ser una laguna costera con manglar, el lí-

mite será definido en el apartado 4.  
 

4. Costa Baja de Manglar, el área que com-

prende las extensiones de manglar asociadas con 

las ciénagas, esteros, lagunas costeras, y en gene-

ral, los terrenos bajos que reciben la influencia del 

flujo y reflujo de las mareas, de las olas o de la 

filtración del agua de mar. Su límite hacia tierra 

está dado por la penetración máxima del bosque 

de mangle: Si pareciere vegetación de ciénaga, el 

límite será fijado por el borde externo hacia tierra 

de dicho bosque.  
 

5. En el caso de las Desembocaduras de los 

Ríos, la zona costera se extiende 300 metros en 

línea hacia tierra, partiendo de la desembocadura 

siguiendo la sección del río y 60 metros tierra a 

dentro por ambas márgenes, hacia tierra por sus 

márgenes hasta donde llegue el efecto de las ma-

reas.  

 

6. En los Sectores de zona Costera que, por 

Causas Naturales o Artificiales, no sea posible 

la Identificación de los tipos descritos en los 

apartados anteriores, el límite hacia tierra se ex-

tiende 20 metros a partir de donde hayan alcan-
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zado las olas de los mayores temporales conoci-

dos o, cuando lo supere, la línea de pleamar má-

xima equinoccial.  

 

El límite exterior de la zona costera hacia el mar, 

será el borde de la plataforma continental o insular 

del territorio, regularmente a profundidades entre 

100 y 200 metros.  
 

Artículo 134.- Los componentes que integran la 

zona costera son:  
 

1. Todos los elementos físico-geográficos 

relacionados en el Artículo 133 de esta 

Ley.  

2. Las Aguas Continentales, con su lecho y 

subsuelo, definidos y regulados por esta 

Ley.  

3. Los recursos naturales vivos y no vivos 

contenidos en esta zona, incluyendo los 

bosques protectores.  

4. Las áreas que se forman por depósito de 

materiales o por retirada del mar, cuales-

quiera que sean las causas.  

5. Los terrenos ganados al mar como conse-

cuencia directa o indirecta de obras y los 

desecados. 

6. Los terrenos invadidos por el mar que pa-

sen a formar parte de su lecho por cual-

quier causa.  

7. Los estuarios, bahías, radas y ensenadas. 

8. Se consideran también componentes de la 

zona costera, las obras e instalaciones em-

plazadas sobre los elementos que se rela-

cional en el presente Artículo.  
 

Artículo 135.- La zona de protección, es el espa-

cio terrestre y marítimo aledaño a la zona costera 

que amortigua los efectos negativos de las accio-

nes antrópicas y cuyos límites se establecen en de-

pendencia de la tipología establecida en el Ar-

tículo anterior.  

 

Los límites hacia tierra, quedan fijados de la si-

guiente manera:  

 

1. Para los tipos indicados en los apartados 

1, 2 y 5 del Artículo 133, se establece una 

anchura mínima de 20 metros, medidos a 

partir del límite hacia tierra de la zona cos-

tera.  

2. Para los tipos indicados en los numerales 

3, 4 y 6 del Artículo 133, se establecerá 

una anchura mínima de 40 metros, medi-

dos a partir de límite hacia tierra de la zona 

costera.  

 

CAPÍTULO III 

De la Indisponibilidad 
 

Artículo 136.- Los Bienes de Dominio Público 

Marítimo-Terrestre definidos en esta Ley son 

inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

Artículo 137.-A los efectos del Artículo anterior, 

no se admitirán más derechos que los de uso y 

aprovechamiento adquiridos de acuerdo con la 

presente Ley, careciendo de valor optativo frente 

al dominio público las decantaciones privadas, 

por prolongadas que sean en el tiempo y aunque 

aparezcan amparadas por Asientos del Registro 

de la Propiedad.  
 

Artículo 138.- No podrá existir terrenos de pro-

piedad privada en ninguna de las pertenencias del 

dominio público marítimo-terrestre, ni aun en el 

supuesto de terrenos ganados al mar o desecados 

en su ribera.  
 

Serán nulos de pleno derecho los actos adminis-

trativos que infrinjan lo dispuesto en el apartado 

anterior. Los actos particulares en fraude del men-

cionado precepto no impedirán la debida aplica-

ción del mismo. Se exceptúa a las poblaciones 

costeras con arraigo en dichas zonas, cuyo uso no 

contradice a lo establecido por esta Ley.  
 

Artículo 139.- El Gobierno, a través del Ministe-

rio de Pesca y Medio Ambiente, tiene el derecho 

y deber de investigar la situación de los bienes y 

derechos que se presuman pertenecientes al domi-

nio público marítimo-terrestre, a cuyo efecto po-

drá recabar todos los datos e informes que consi-

dere necesarios y promover la práctica del corres-

pondiente deslinde.  

 

Asimismo, tendrá la facultad de recuperación po-

sesoria de oficio y en cualquier tiempo sobre di-

chos bienes según el procedimiento que se esta-

blezca reglamentariamente, no admitiéndose in-

terdictos contra las Resoluciones dictadas por la 

Administración Pública, en el ejercicio de las 
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competencias configuradas en la presente Ley y 

de acuerdo con el procedimiento establecido.  
 

CAPÍTULO IV 

De los Deslindes 
 

Artículo 140.- Para la determinación del Dominio 

Público Marítimo-Terrestre se practicará por el 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente los opor-

tunos deslindes, atendiéndose a las características 

de los bienes que lo integran conforme a lo dis-

puesto en los Artículos 128, 129 y 130 de la pre-

sente Ley.  
 

Artículo 141.- El procedimiento de deslinde cum-

plirá con los siguientes requisitos:  
 

1. El deslinde se incoará de oficio o a peti-

ción de cualquier persona interesada y 

será aprobado por el Gobierno. El plazo 

máximo para notificar la Resolución de 

los procedimientos de deslinde será de 

doce (12) meses.  

2. En el procedimiento serán oídos el Ayun-

tamiento correspondiente y los Órganos 

Locales Menores, los propietarios colin-

dantes, previa notificación, y demás per-

sonas que acrediten la condición de intere-

sados.  

3. La incoación del expediente de deslinde 

facultará al Gobierno para realizar o Au-

torizar, incluso en terreno privado trabajos 

de toma de datos y apeos necesarios, sin 

perjuicio de las indemnizaciones que sean 

procedentes por los daños y perjuicios 

causados y a resultas del deslinde que se 

apruebe definitivamente.  

4. Cuando los interesados en el expediente 

aporten Títulos inscritos en el Registro de 

la Propiedad sobre terrenos que pudieran 

resultar incluidos en el dominio público, el 

Órgano que tramite el expediente lo pon-

drá en conocimiento del Registrador a fin 

de que por este se practique anotación 

marginal preventiva de esa circunstancia.  

5. La Providencia de incoación del expe-

diente de deslinde implicará la suspensión 

del otorgamiento de concesiones y Auto-

rizaciones en el dominio público marí-

timo-terrestre y en su zona de servidumbre 

de protección, a cuyo efecto deberá publi-

carse acompañada del plano en que se de-

limite provisionalmente la superficie esti-

mada de aquél y de esta. La Resolución 

del expediente de deslinde o de modifica-

ción del existente, llevará implícito el le-

vantamiento de la suspensión.  

6. No obstante, podrán realizarse, previa Au-

torización del Gobierno, o por éste, obras 

de emergencia para prevenir o reparar da-

ños.  

7. El deslinde aprobado, al constar la exis-

tencia de las características físicas relacio-

nadas en los Artículos 128, 129 y 130, de-

clara la posesión y titularidad dominical a 

favor del Estado, dando lugar al amojona-

miento y sin que las inscripciones del Re-

gistro de la Propiedad puedan prevalecer 

frente a naturaleza domanial de los bienes 

deslindados.  

8. La Resolución de aprobación del deslinde 

será Título suficiente para rectificar, en la 

forma y condiciones que se determinen re-

glamentariamente, las situaciones jurídi-

cas registrales contradictorias con el des-

linde. Dicha Resolución será Título sufi-

ciente, asimismo, para que el Gobierno 

proceda a la inmatriculación de los bienes 

de dominio público marítimo-terrestre 

cuando lo estime conveniente.  

 

En todo caso los titulares inscritos afecta-

dos podrán ejercitar las acciones que esti-

men pertinentes en defensa de sus dere-

chos, siendo susceptible de anotación pre-

ventiva la correspondiente reclamación 

judicial.  

 

Artículo 142.- Las acciones civiles sobre dere-

chos relativos a terrenos incluidos en el dominio 

público deslindado prescriben a los dos años, con-

tados a partir de la fecha de la aprobación del des-

linde.  

 

Artículo 143.- Para la inmatriculación de fincas 

situadas en la zona de servidumbre de protección 

a que se refiere los Artículos 161 y 162 de la pre-

sente Ley, se cumplirá con lo siguiente:  
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1. En la descripción de aquellas se precisará 

si lindan o no con el dominio público ma-

rítimo-terrestre. En caso afirmativo no po-

drá practicarse la inmatriculación si no se 

acompaña al Título la Certificación del 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente 

que no se invade el dominio público.  

2. Si en la descripción de la finca se expresa 

que no linda con el dominio público marí-

timo-terrestre o no se hace declaración al-

guna a este respecto, el Registrados reque-

rirá al interesado para que identifique y lo-

calice la finca en el plano proporcionado 

al efecto por la Administración del Estado. 

Si de dicha identificación resultase la no 

colindancia, el Registrador practicará la 

inscripción haciendo constar en ella ese 

extremo. 

3. Transcurridos treinta (30) días desde la 

petición de oficio de la certificación que 

se refiere el apartado anterior sin que se 

haya recibido contestación alguna, se pro-

cederá a la inscripción.  

4. Si no estuviese aprobado el deslinde, se 

iniciará el correspondiente procedimiento 

a costa del interesado, dentro de un plazo 

que no podrá ser superior a tres (3) meses, 

desde la correspondiente solicitud, que-

dando entre tanto en suspenso la inscrip-

ción solicitada.  

 

Artículo 144.- Las mismas reglas del Artículo an-

terior se aplicarán a las inscripciones de excesos 

de cabida, salvo que se trate de fincas, de linderos 

fijos o de tal naturaleza que excluyan la posibili-

dad de invasión del dominio público marítimo-te-

rrestre.  

 

Siempre que el Título Registral contenga la indi-

cación de que la finca linda con el mar la colin-

dancia se entenderá referida al límite interior de la 

ribera del mar, incluso en los casos de exceso de 

cabida.  

 

CAPÍTULO V 

Del Uso y Protección del Dominio Público Marítimo 

Terrestre y Especialmente de la Zona Costera 

 

Artículo 145.- El libre uso del Mar Territorial, 

ríos navegables, ensenadas, radas bahías y abras 

se entiende para navegar, pescar, embarcar y des-

embarcar, fondear y otros actos semejantes, con-

forme a las prescripciones legales o reglamenta-

rias que lo regulen. En el mismo caso se encuentra 

el uso de las playas, el cual autoriza a todos, con 

iguales restricciones, para transitar por ellas, ba-

ñarse tender y enjugar ropas y redes, carenar y 

construir embarcaciones, bañar ganado y recoger 

conchas, plantas y mariscos. Se exceptúan los ca-

sos que se hayan otorgado alguna concesión par-

ticular o de reserva del Estado, las áreas destina-

das de interés de la defensa, la seguridad y el or-

den interior, instalaciones portuarias, aéreas pro-

tegidas con categorías estrictas de manejo, insta-

laciones productivas y científicas y las señales 

marítimas.  

 

Artículo 146.- Las obras, proyectos u actividades 

que se ejecuten en la zona costera, tendrán que ga-

rantizar el acceso a la zona costera y su zona de 

protección desde la vía pública más cercana.  
 

Artículo 147.- El Órgano competente de la Ad-

ministración Central del Estado, deberá garantizar 

que los planes de desarrollo en la zona costera in-

cluyan servidumbres de paso que permitan el ac-

ceso libre y público a dicha zona.  
 

Artículo 148.- Las Entidades que utilizan los re-

cursos de la zona costera, quedan obligados a fi-

nanciar la creación de los pasos peatonales, los 

que en todos los casos serán rústicos, de forma tal 

que se ocasione el menor daño al ecosistema.  

 

Artículo 149.- Cuando una Entidad desarrolle un 

proyecto o actividad que implique la afectación o 

destrucción de infraestructuras de uso público 

ubicadas en la zona costera, quedará obligada a 

habilitar un área costera para la ubicación de nue-

vas infraestructuras de uso público atendiendo a 

lo que a ese efecto le indique el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente.  

 

Artículo 150.- La zona costera permanecerá pre-

ferentemente desocupada, autorizándose sola-

mente el desarrollo o la ejecución de actividades 

o instalaciones que por su propia naturaleza no ad-
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miten otra ubicación, tales como puertos, embar-

caderos, astilleros, marinas, varaderos, termoeléc-

tricas, cultivos marinos, emisarios submarinos, 

parques submarinos, instalaciones deportivas des-

cubiertas, plataformas de perforación de petróleo, 

señales de ayuda a la navegación, salinas, obras 

de defensa, regeneración, mejora y conservación 

de dicha zona, actividades de forestación y refo-

restación, instalaciones turísticas, recreativas que 

no perturban el Dominio Público; y otras de simi-

lar naturaleza, siempre y cuando se haya cumplido 

con el proceso de evaluación de Impacto Me-

dioambiental.  

 

Artículo 151.- En los espacios de la zona costera 

que se desocupen por cualquier causa, no se per-

mitirá la ubicación de nuevas instalaciones per-

manentes, excepto en los casos debidamente jus-

tificados por utilidad pública o interés social o 

para las actividades previstas en el Artículo ante-

rior. 

 

Artículo 152.- Se prohíbe en la zona costera y 

ríos, sin perjuicio de otras prohibiciones específi-

cas:  

 

1. La instalación de toda nueva edificación, 

excepto los casos previstos en los Artícu-

los 138 y 150 de esta Ley. 

2. La extracción de áridos. 

3. El tendido aéreo de líneas eléctricas de 

alta tensión. 

4. La publicidad a través de vallados o por 

medios acústicos fuertes o audiovisuales.  

5. El establecimiento y la circulación de 

vehículos terrestres, salvo equipos espe-

cializados de seguridad, limpieza, vigilan-

cia, salvamento, los de mantenimiento y 

los relacionados con la actividad de ayuda 

a la navegación, hidrografía y de investi-

gaciones científicas. Se exceptúan los ca-

sos de embarcaciones en arribada “for-

zosa” y los vehículos para realizar activi-

dades forestales debidamente autorizadas, 

así como la circulación de vehículos a las 

poblaciones costeras que no tienen otras 

vías de acceso, los cuales estarán sujetas a 

las restricciones establecidas en el Regla-

mento de Aplicación de la presente Ley. 

6. La creación de nuevas áreas residenciales 

o de alojamiento y la ampliación de los ya 

existentes hacia esas áreas.  

7. La ampliación de las edificaciones exis-

tentes ocupando áreas de la zona costera y 

de protección; excepto para los casos esta-

blecidos en el Artículo 150. 

8. La circulación de vehículos acuáticos y 

motorizados en áreas donde haya sido 

prohibida o limitada por el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente en coordinación 

con el Ministerio de Turismo. 

9. La disposición final de los desechos sóli-

dos y líquidos provenientes de cualquier 

actividad, cuando no cumplan con las nor-

mas de vertimientos establecidas.  

10. La introducción de especies que no cum-

plen con los requerimientos establecidos 

para las actividades de protección.  

11. Las actividades de equitación, circulación 

de animales de tiro y de vehículos de trac-

ción animal, en las playas.  

12. La construcción de cualquier tipo de ins-

talación, excepto para los casos estableci-

dos en el Artículo 150.  
 

Artículo 153.- Cuando se demuestre que no exis-

ten alternativas factibles para realizar la extrac-

ción de áridos fuera de la zona costera y que la 

cuenca propuesta  no interviene en el proceso de 

la dinámica de la playa o cuando la extracción de 

áridos se realice para el  mejoramiento de la pro-

pia playa o de otra ubicada en el mismo sistema, 

el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente podrá 

excepcionalmente autorizar que no se aplique lo 

dispuesto en el apartado 2 del Artículo anterior, 

condicionado a que se obtenga una Autorización 

Ambiental antes de comenzar la actividad.  
 

Artículo 154.- A la zona de protección le resulta 

aplicable lo pertinente en lo dispuesto en el Ar-

tículo 152. 
 

En casos excepcionales y previa Autorización del 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, podrán 

ejecutarse las obras o actividades siguientes: 

1. La ubicación de obras ligeras dedicadas a 

la prestación de servicios necesarios para 

el uso de la propia zona, si cumplen con 

los requisitos siguientes:  
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a) Ser ligeras, construidas con elementos de 

serie prefabricados, módulos paneles o si-

milares.  

b) Montarse y desmontarse mediante proce-

sos que permitan realizar su levantamiento 

sin demolición y siendo el conjunto de sus 

elementos fácilmente transportables.  

c) Que al desmontarse se garantice que el 

área quede libre y desocupada.  

d) Contar con sistemas y medios adecuados 

para la recogida y depósito de residuales.  
 

2. Los cultivos y plantaciones agrícolas, 

siempre que: 
 

a) No impidan el derecho de paso. 

b) No perjudiquen la estabilidad de los eco-

sistemas. 

c) No provoquen el desplazamiento de la ve-

getación natural y; 

d) No afecten la observación o acceso a las 

señales de ayuda a la navegación.  
 

3. El depósito temporal de objetos y materia-

les arrojados por el mar o como conse-

cuencia de operaciones de salvamento ma-

rítimo.  
 

CAPÍTULO VI 

De la Ejecución de Proyectos y  

Actividades en la Zona Costera 
 

Artículo 155.- La Ejecución de Obras o Activida-

des en la Zona Costera y de Protección, está con-

dicionada a que se obtenga la Autorización Me-

dioambiental y se cumpla con los requisitos de la 

misma, conforme a lo dispuesto en la Ley Nº 

7/2.003, Reguladora del Medio Ambiente en la 

República de Guinea Ecuatorial y la reglamenta-

ción correspondiente.  
 

Artículo 156.- El expediente de solicitud de Au-

torización Medioambiental que se presentará al 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente para que 

resuelva sobre la ocupación o utilización del do-

minio público marítimo-terrestre, contendrá el co-

rrespondiente proyecto de construcción, en el que 

se indicarán las características de las instalaciones 

y obras, la extensión de la zona de dominio pú-

blico marítimo-terrestre a ocupar o utilizar y las 

demás especificaciones que se determinen regla-

mentariamente.  
 

Artículo 157.- El otorgamiento de la Autoriza-

ción Medioambiental para la realización de las 

obras que a continuación se relacionan estará ade-

más condicionado especialmente, al cumpli-

miento de los requisitos siguientes:  
 

1. Las Obras de Defensa contra la Pene-

tración del Mar por causas Naturales: 

A que no provoquen daños a la zona cos-

tera ni ocupen playa.  

2. Las Obras Marinas o Urbanizaciones 

Marítimo-Terrestres que den Origen a 

la Invasión por el Mar o por las Aguas 

de los Ríos, de Terrenos que con ante-

rioridad a dichas Obras no estaban ubi-

cadas en la Zona Costera: A la nueva de-

marcación del terreno que queda emergido 

en la zona costera con su correspondiente 

zona de protección.  

3. Las Obras para la Recuperación de Te-

rrenos Inundables: A que no contaminen 

el medio marino ni alteren en forma perju-

dicial el flujo de las aguas, manteniendo la 

incorporación de aquellos terrenos a la 

zona costera, con su correspondiente zona 

de protección.  
 

Artículo 158.- Si se suspende definitivamente 

una Autorización Medioambiental por cualquier 

causa, su titular estará obligado a la retirada de las 

instalaciones, fuera de las zonas costeras y de pro-

tección, en la forma y plazo que se señale por el 

Ministerio de Pesca y Medio Ambiente, restau-

rando además las condiciones alteradas o sujetán-

dose a las penalidades correspondientes.  
 

TÍTULO XII 

De las Servidumbres 
 

CAPÍTULO I 

Limitaciones de la Propiedad sobre los Terrenos 

Contiguos a la Ribera del Mar por Razones de Pro-

tección del Dominio Público Marítimo-Terrestre  
 

Artículo 159.- La protección del dominio público 

marítimo-terrestre comprende la defensa de su in-

tegridad y de los fines de uso general a que está 

destinado; la preservación de sus características y 

elementos naturales y prevención de las perjudi-

ciales consecuencias de obras e instalaciones, en 

los términos de la presente Ley. 
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Artículo 160.- A efectos de lo previsto en el Ar-

tículo anterior, los terrenos colindantes con el do-

minio público marítimo-terrestre estarán sujetos a 

las limitaciones y servidumbres que se determi-

nan en el presente Título, prevaleciendo sobre la 

interposición de cualquier otra acción. Las servi-

dumbres serán imprescriptibles en todo caso, a ex-

cepción de los terrenos expresamente declarados 

de interés para la seguridad y la defensa nacional, 

conforme su legislación específica.  
 

CAPÍTULO II 

Servidumbres de Protección 
 

Artículo 161.- En la zona costera y de protección 

definidas en los Artículos 131 y 135 se prohíbe 

realizar las actividades descritas en los Artículos 

150 y 154 de la presente Ley. 
 

Artículo 162.- Solo se permitirán en esta zona las 

obras, instalaciones y actividades que se mencio-

nan en el Artículo 150 de la presente Ley.  
 

CAPÍTULO III 

Servidumbres de Tránsito 
 

Artículo 163.- La Servidumbre de Tránsito re-

caerá sobre una franja de 6 metros, medidos tierra 

adentro a partir del límite interior de la ribera del 

mar. Esta zona deberá dejarse permanentemente 

expedita, para el paso público peatonal y para los 

vehículos de vigilancia y salvamento, salvo en es-

pacios especialmente protegidos. En lugares de 

tránsito difícil o peligrosos dicha anchura podrá 

ampliarse en lo que resulte necesario, hasta un 

máximo de 20 metros.  
 

CAPÍTULO IV 

Servidumbres de Acceso al Mar 
 

Artículo 164.- La Servidumbre de Acceso Pú-

blico y gratuito al mar recaerá sobre los terrenos 

colindantes o contiguos al dominio público marí-

timo-terrestre, en la longitud y anchura que de-

manden la naturaleza y finalidad del acceso, 

cuando se juzgue necesario.  
 

Artículo 165.- Para asegurar el uso público del 

dominio público marítimo-terrestre, los planes y 

normas de ordenación territorial y urbanística del 

litoral establecerán, salvo en espacios calificados 

como de especial protección o que tengan carac-

terísticas geográficas especiales, la previsión de 

suficientes accesos al mar y aparcamientos, fuera 

del dominio público marítimo-terrestre. A estos 

efectos, en las zonas urbanas y urbanizables, los 

accesos de tráfico rodado deberán estar separados 

entre sí, como máximo 500 metros y los peatona-

les, 200 metros. Todos los accesos deberán estar 

señalizados y abiertos al uso público a su termi-

nación.  
 

Artículo 166.- Se declaran de utilidad pública a 

efectos de la expropiación o de la imposición de 

la servidumbre de paso por el Gobierno, los terre-

nos necesarios para la realización o modificación 

de otros accesos públicos al mar y aparcamientos, 

no incluidos en el Artículo anterior.  
 

Artículo 167.- No se permitirán en ningún caso 

obras e instalaciones que interrumpan el acceso al 

mar sin que se proponga por los interesados una 

solución alternativa que garantice su efectividad 

en condiciones análogas a las anteriores, a juicio 

del Ministerio de Pesca y Medio Ambiente.  
 

CAPÍTULO V 

Otras Limitaciones de Propiedad 
 

Artículo 168.- En los tramos finales de los cauces 

deberá mantenerse la aportación de áridos a su 

desembocadura. Para Autorizar su extracción, 

hasta la distancia que en cada caso se determine, 

se procederá según establece el Artículo 153 de la 

presente Ley.  

 

Artículo 169.- Los yacimientos de áridos, empla-

zados en la zona de influencia, quedarán sujetos 

al derecho de tanteo y retracto en las operaciones 

de venta, cesión o cualquier otra forma de trans-

misión, a favor del Estado, para su aportación a 

las playas. Con esta misma finalidad, dichos yaci-

mientos se podrán declarar de utilidad pública a 

los efectos de su expropiación, total o parcial en 

su caso, por el Gobierno.  

 

TÍTULO XIII 

Autorizaciones y Concesiones 
 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 
 

Artículo 170.- 1. Estarán sujetos a la previa Au-

torización Medioambiental, las actividades reali-

zadas en el dominio público marítimo-terrestre en 

las que, aun sin requerir obras o instalaciones de 
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ningún tipo, concurran circunstancias especiales 

de intensidad, peligrosidad o rentabilidad, asi-

mismo la ocupación del dominio público marí-

timo-terrestre con instalaciones desmontables o 

con bienes muebles.  
 

Se entenderá por Instalaciones Desmontables 

aquellas que: 
 

a) Precisan a lo sumo obras puntuales de ci-

mentación, que en todo caso no sobresal-

drán del terreno.   

b) Estén construidas por elementos de serie 

prefabricados, módulos, paneles o simila-

res, sin elaboración de materiales en obras 

ni empleo de soldaduras.  

c) Se monten y desmonten mediante proce-

sos secuenciales, pudiendo realizarse su 

levantamiento sin demolición y siendo el 

conjunto de sus elementos fácilmente 

transportables.  
 

2.- Para el otorgamiento de Autorizaciones y Con-

cesiones se tendrán en cuenta los siguientes requi-

sitos:  
 

a) Las solicitudes acompañadas del proyecto 

básico de construcción, y/o aprovecha-

miento, y del resguardo acreditativo de la 

construcción de las fianzas que en su caso 

correspondan, se tramitarán en la forma en 

que se determine en las clausulas genera-

les de las Concesiones y Autorizaciones.  

b) Se regularán los otorgamientos a extranje-

ros, para los cuales podrán establecerse re-

quisitos especiales o adicionales.  

c) En el otorgamiento de las Concesiones y 

Autorizaciones se observará el orden de 

preferencia que se establezca en las nor-

mas generales y específicas correspon-

dientes. En su defecto, serán prioritarias 

las de mayor utilidad pública. Sólo en caso 

de identidad entre varias solicitudes se 

tendrá en cuenta la prioridad en la presen-

tación.  

d) Las Concesiones y Autorizaciones en el 

Dominio Público Marítimo-Terrestre, se 

otorgarán respetando lo previsto en los 

instrumentos de Planificación del Territo-

rio, o en el Planeamiento Urbanístico, 

cualquiera que sea su denominación y ám-

bito, que afecten al litoral, salvo que no 

proceda su otorgamiento por razones de 

interés público o cuando atenten a la inte-

gridad del Dominio Público Marítimo-Te-

rrestre.  

e) En el supuesto de que las obras objeto de 

concesión o actividades o instalaciones 

objeto de Autorización no estén previstas 

en los instrumentos de Planificación antes 

citados y no se opongan a sus determina-

ciones, o cuando estos no existan, se soli-

citará informes consultivos al Ayunta-

miento en cuyos ámbitos territoriales inci-

dan.  

f) El Gobierno podrá convocar concursos 

para el otorgamiento de Concesiones y 

Autorizaciones en el Dominio Público 

Marítimo-Terrestre.  

g) El concurso podrá declararse desierto si 

ninguna de las ofertas presentadas reúne 

las condiciones adecuadas.  

 

3.- En todo Título de Otorgamiento, que tendrá 

carácter de público, se fijarán condiciones perti-

nentes y, en todo caso las siguientes:  

 

a) Objeto y la extensión de la ocupación.  

b) Obras o instalaciones a realizar por el ad-

judicatario con referencia al proyecto res-

pectivo y plazo de comienzo y termina-

ción de ellas. 

c) Plazo de otorgamiento y posibilidad de 

prórroga, si procede. 

d) Cánones y Tasas a abonar por el adjudica-

tario. 

e) Régimen de utilización privada o pública, 

incluyendo en su caso, las tarifas a abonar 

por el público con descomposición de sus 

factores constitutivos como base de futu-

ras revisiones.  

f) En los casos de utilización lucrativa, es 

obligación del adjudicatario de facilitar 

cuanta información le solicite el Gobierno 

sobre los resultados económicos de la ex-

plotación.  

g) Condiciones que, como resultado de la 

evaluación de efectos, se consideren nece-

sarias para no perjudicar al medio.  
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h) Obligación del adjudicatario de mantener 

en buen estado el dominio público, obras 

e instalaciones.  

i) Obligación de adjudicatario de construir 

un depósito suficiente para los gastos de 

reparación o levantamiento y retirada, par-

cial o toral, de las obras e instalaciones, a 

su costa, a la extinción del Título corres-

pondiente, salvo decisión en contraria del 

Gobierno.  
 

Artículo 171.- Las Autorizaciones se otorgarán 

con carácter personal e intransferible intervivos, 

salvo en el caso de vertidos y no serán inscribibles 

en el Registro de la Propiedad. El plazo de venci-

miento no podrá exceder de un año, salvo en los 

casos que esta Ley establece otro diferente. 
 

Artículo 172.- Las Autorizaciones podrán ser re-

vocadas unilateralmente por el Gobierno en cual-

quier momento, sin derecho a indemnización, 

cuando resulten incompatibles con la normativa 

aprobada con posterioridad, produzcan daños en 

el dominio público, impidan su utilización para 

actividades de mayor interés público o menosca-

ben el uso público. Extinguida la Autorización, el 

titular tendrá derecho a retirar fuera del dominio 

público y de sus zonas de servidumbre las instala-

ciones correspondientes y estará obligada a dicha 

retirada cuando así lo determine el Gobierno, en 

forma y plazo reglamentario. En todo caso, estará 

obligado a restaurar la realidad física alterada.  
 

CAPÍTULO II 

Vertidos del Dominio Público Marítimo-Terrestre 
 

Artículo 173.- Las disposiciones del presente Ca-

pítulo son de aplicación a los vertidos, tanto líqui-

dos como sólidos, cualquiera que sea el bien de 

dominio público marítimo-terrestre en que se 

realice. Los vertidos al mar desde buques y aero-

naves se regularán por sus legislaciones específi-

cas. Estará prohibido el vertido de residuos sóli-

dos y escombros al mar y sus riberas, así como a 

la zona de servidumbre de protección, excepto 

cuando estos sean utilizables como rellenos y es-

tén debidamente autorizados.  
 

Artículo 174.- Todos los vertidos requerirán Au-

torización del Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, en función de los objetivos de calidad fija-

dos para el medio receptor de contaminación, los 

vertidos se limitarán en la medida que lo permita 

el estado de la técnica, las materias primas y, es-

pecialmente, en virtud de la capacidad de absor-

ción de la carga contaminante, sin que se pro-

duzca una alteración significativa de dicho medio.  
 

Artículo 175.- En el caso de vertidos contaminan-

tes, será necesario que el peticionario justifique 

previamente la imposibilidad o dificultad de apli-

car una solución alternativa para la eliminación o 

tratamiento de dichos vertidos, no podrán verterse 

sustancias ni introducirse formas de energía que 

puedan comportar un peligro o perjuicio superior 

al admisible para la salud pública y el medio rural, 

con arreglo a la normativa vigente, que sea obser-

vada estrictamente por el Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente por todos los medios a su al-

cance.  
 

Artículo 176.- Entre las condiciones a incluir en 

las Autorizaciones de Vertido deberán figurar las 

relativas a: 
 

1. Plazo de vencimiento, no superior a 3 

años. 

2. Instalaciones para el tratamiento, depura-

ción y evacuación necesarias, estable-

ciendo sus características y los elementos 

de control de su funcionamiento, con fija-

ción de las fechas de iniciación y termina-

ción de su ejecución, así como de su en-

trada en servicio.  

3. Volumen anual de vertido. 

4. Límites cualitativos del vertido y plazos, 

si proceden, para la progresiva adecuación 

de las características del efluente a los lí-

mites impuestos.  

5. Evaluación de los efectos sobre el medio 

rural, objetivos de calidad de las aguas en 

la zona receptiva y previsiones que, en 

caso necesario, se hayan de adoptar para 

reducir la contaminación.  

6. Canon de vertido. 

7. Especificar la zona y profundidad en 

donde se ha invertido los vertidos.  
 

Artículo 177.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente podrá modificar las condiciones de las 

Autorizaciones de Vertido, sin derecho a indem-

nización, cuando las circunstancias que motiva-

ron su otorgamiento se hubiesen alterado o bien 
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sobrevinieron otras que, de haber existido ante-

riormente, habrían justificado su denegación o el 

otorgamiento en términos distintos. Asimismo, si 

lo considera necesario, podrá suspender los efec-

tos de la Autorización hasta que se cumplan las 

nuevas condiciones establecidas.  
 

Artículo 178.- 1. En caso de que el titular de la 

Autorización no realice las modificaciones en el 

plazo señalado al efecto, ésta podrá declarar la ca-

ducidad de la Autorización de Vertido, sin perjui-

cio de la imposición de las sanciones oportunas.  
 

2.- El Ministerio de Pesca y Medio Ambiente po-

drá efectuar cuantos análisis e inspecciones es-

time convenientes para comprobar las caracterís-

ticas del vertido y contrastar, en su caso, el cum-

plimiento de las condiciones impuestas en la Au-

torización del Vertido.  
 

Artículo 179.- En aquellos casos en que el vertido 

pueda propiciar la infiltración o almacenamiento 

de sustancias susceptibles de contaminar las 

aguas o capas subterráneas se requerirá la previa 

realización de un estudio hidrogeológico que jus-

tifique su inocuidad.  
 

Artículo 180.- Sin perjuicio de lo establecido en 

otras Leyes específicas y de las exigencias que 

comporten los programas de control y reducción 

de la contaminación por vertidos de hidrocarburos 

al mar, las refinerías de petróleo, factorías quími-

cas y petroquímicas e instalaciones de abasteci-

miento de combustibles líquidos que posean ter-

minales de carga y descarga de hidrocarburos en 

los puertos, mar territorial y aguas interiores, de-

berán disponer, en las cercanías de los terminales, 

las instalaciones de recepción de los residuos de 

hidrocarburos y cuantos otros medios que para 

prevenir y combatir los derrames establecen las 

disposiciones vigentes en materia de contamina-

ción de las aguas del mar. Asimismo, las platafor-

mas e instalaciones dedicadas a la prospección de 

hidrocarburos en el mar, su explotación o almace-

namiento deberán contar con los medios precisos 

para prevenir y combatir los derrames que puedan 

producirse.  

 

Artículo 181.- Las Autorizaciones Administrati-

vas sobre establecimiento, modificación o tras-

lado de instalaciones o industrias que originen o 

puedan originar vertidos al dominio público ma-

rítimo-terrestre, se otorgarán condicionadas a la 

obtención de las correspondientes Autorizaciones 

de Vertido, concesiones de ocupación de dicho 

dominio, y previo estudio del Impacto Medioam-

biental.  

 

Artículo 182.- El Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente podrá prohibir en zonas concretas, 

aquellos procesos industriales, cuyos efluentes, a 

pesar del tratamiento a que se han sometido, pue-

dan constituir riesgo de contaminación superior a 

la admisible.  
 

CAPÍTULO III 

Extracción de Áridos y Dragados 
 

Artículo 183.- Los Áridos constituyen bienes del 

Dominio Público Marítimo-Terrestre; su extrac-

ción precisa de la previa Autorización Medioam-

biental. Para ello, será necesario:  
 

1. La realización de un estudio de Impacto 

Medioambiental el cual determinará si se 

autorizan o no dichas actividades en los 

lugares solicitados.  

2. En la realización del estudio de Impacto 

Medioambiental se incluirán los siguien-

tes aspectos:  

a) Los efectos sobre el Dominio Público Ma-

rítimo-Terrestre, referido tanto al lugar de 

extracción o dragado como al de descarga 

en su caso. 

b) Se salvaguardará la estabilidad de la 

playa, considerándose preferentemente 

sus necesidades de aportación de áridos.  

 

Artículo 184.- Entre las condiciones de la Auto-

rización para la Extracción de Áridos y Dragados 

figurarán:  

 

1. Plazo por el que se otorga.  

2. Volumen a extraer, dragar o descargar al 

dominio público marítimo-terrestre, ritmo 

de estas acciones y tiempo hábil de tra-

bajo.  

3. Procedimiento y maquinaria de ejecución.  

4. Destino y en su caso, lugar de descarga, en 

el dominio público de los productos ex-

traídos o dragados.  
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5. Medios y garantías para el control efectivo 

de estas condiciones.  

 

En el caso de que se produjeran efectos perjudi-

ciales para el dominio público y su uso, el Minis-

terio de Pesca y Medio Ambiente podrá modificar 

las condiciones iniciales para corregirlos, o in-

cluso revocar la Autorización sin derecho a in-

demnización alguna para su titular.  

 

CAPÍTULO IV 

Concesiones 
 

Artículo 185.- Toda ocupación o aprovecha-

miento de los bienes del Dominio Público Marí-

timo-Terrestre estará sujeta a previa Autorización 

o Concesión Administrativa según los casos, otor-

gada por el Gobierno.  
 

Artículo 186.- El otorgamiento de la Autoriza-

ción o Concesión a que se refiere el Artículo an-

terior, no exime a su titular de la obtención de las 

otras Autorizaciones que sean exigibles por otros 

Departamentos o Administraciones, en virtud de 

sus competencias específicas.  
 

Artículo 187.- Previamente a la Resolución sobre 

la solicitud de la Concesión habrá información 

pública y el peticionario deberá ajustarse a las 

condiciones establecidas por el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, sin cuyo requisito no 

será otorgada. Cumplidos estos trámites, la Reso-

lución correspondiente será dictada, discrecional-

mente por el Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente. Si el concesionario impugna las clausulas 

establecidas por el Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, éste podrá declarar extinguido el título.  
 

Artículo 188.- Los bienes y derechos expropiados 

se incorporarán al Dominio Público Marítimo-Te-

rrestre por el concesionario, en la forma prevista 

en el Título Concesional, sin que el concesionario 

esté obligado al abono del Canon de Ocupación 

por los terrenos expropiados a su costa, para su 

incorporación a la concesión.  
 

Artículo 189.- En los casos de extinción de una 

concesión por incumplimiento de las condiciones 

pactadas por parte del concesionario, el Gobierno 

decidirá sobre el mantenimiento de las obras e ins-

talaciones o su levantamiento y retirada del domi-

nio público y de su zona de servidumbre y de pro-

tección por el interesado y a sus expensas. Dicha 

decisión se adoptará de oficio o a instancia de 

aquél, antes del vencimiento que reglamentaria-

mente se determine, en caso de extinción normal 

por incumplimiento del plazo; y en los demás su-

puestos de extinción, en el momento de la Reso-

lución del correspondiente expediente. 
 

Artículo 190.- A partir del momento que se indica 

en el apartado anterior, el titular de la concesión 

constituirá el depósito suficiente para responder 

de los gastos del levantamiento de las obras o ins-

talaciones y retirará fuera del dominio público y 

su zona de servidumbre de protección, o de repa-

ración de aquellas de acuerdo con la Resolución 

adoptada y la tasación ejecutoria señalada por el 

Gobierno y a resultas de la liquidación que pro-

ceda.  
 

Artículo 191.- En caso de que se opte por el man-

tenimiento, en la fecha de extinción de la conce-

sión revertirán al Gobierno gratuitamente y libres 

de cargas, todas las obras e instalaciones; el cual 

podrá continuar la explotación o utilización de los 

bienes, y/o recursos según se determine en las 

cláusulas de la concesión.  
 

Artículo 192.- Las Autorizaciones y Concesiones 

podrá ser modificadas:  

1. Cuando se hayan alterados los supuestos 

determinantes de su otorgamiento.  

2. En caso de fuerza mayor a petición del ti-

tular.  

3. Cuando lo exija su adecuación a los planes 

o normas correspondientes.  

 

Artículo 193.- El derecho a la ocupación del Do-

minio Público Marítimo-Terrestre se extinguirá 

por:  

 

1. Vencimiento del plazo de otorgamiento.  

2. Revocación por el Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente cuando se trate de Auto-

rizaciones Medioambientales.  

3. Revocación por el Gobierno de las conce-

siones por alteración de los supuestos físi-

cos existentes en el momento del otorga-

miento, cundo no sea posible la modifica-

ción del Título.  
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4. Renuncia del adjudicatario, aceptada por 

el Gobierno siempre que no tenga inciden-

cia negativa sobre el dominio público ma-

rítimo-terrestre o su utilización o cause 

perjuicios a terceros, y en caso contrario 

exigirle la reparación o indemnización del 

daño causado.  

5. Mutuo acuerdo entre el Gobierno y el ad-

judicatario.  

6. Extinción de la concesión del servicio pú-

blico de que el Título demanial sea so-

porte.  

7. Caducidad. 

8. Rescate por utilidad pública. 

 

Artículo 194.- El Gobierno, previa audiencia del 

titular, declarará la caducidad en los siguientes ca-

sos:  
 

1. No iniciación, paralización, o no termina-

ción de las obras injustificadamente du-

rante el plazo que se fije en las condicio-

nes del Título.  

2. Abandono o falta de utilización durante un 

año, sin que medie justa causa. 

3. Impago del canon o tasas en plazo supe-

rior a un año. 

4. Alteración de la finalidad del Título. 

5. Incumplimiento de las condiciones que 

hubieran establecido como consecuencia 

de la previa evaluación de sus efectos so-

bre el dominio público marítimo-terrestre.  

6. Privatización de ocupación, cuando la 

misma estuviese destinada a la prestación 

de servicios al público.  

7. Invasión del dominio público más allá de 

lo otorgado.  

8. Aumento de la superficie construida, en 

volumen o en altura máxima en más del 

10% sobre el proyecto autorizado.  

9. No constitución del depósito requerido 

por el Gobierno, para la reparación o le-

vantamiento de las obras o instalaciones.  

10. Obstaculización del ejercicio de las servi-

dumbres sobre los terrenos colindantes 

con el dominio público o la aplicación de 

las limitaciones establecidas sobre la zona 

de servidumbre de protección y de in-

fluencia.  
 

En los demás supuestos de incumplimiento o en 

caso de infracción grave conforme a la presente 

Ley, el Gobierno podrá declarar la caducidad, pre-

vios trámites reglamentarios, con audiencia del ti-

tular de la Concesión o Autorización.  
 

Artículo 195.- El expediente de caducidad com-

portará las siguientes actuaciones:  
 

1. Incoado el expediente de caducidad, el 

Gobierno podrá disponer la paralización 

inmediata de las obras, o la suspensión del 

uso y explotación de las instalaciones, pre-

via audiencia en este último caso del titu-

lar afectado y una vez desestimadas sus 

alegaciones.  

2. La declaración de caducidad comportará 

la pérdida de la fianza si la hubiera.  

3. Para la suspensión de la ejecución de la ca-

ducidad, el interesado quedará obligado al 

depósito previo del importe que se fije en 

cada caso con arreglo a los criterios que se 

establezcan reglamentariamente.  
 

Artículo 196.- Sobre la extinción de las Autoriza-

ciones y Concesiones se establece lo siguiente: 
 

1. El plazo de vencimiento será improrroga-

ble, salvo que en el Título de otorgamiento 

se haya previsto expresamente lo contra-

rio, en cuyo caso, a petición del titular y a 

juicio del Gobierno, podrá ser prorrogado 

siempre que aquél no haya sido sancio-

nado por Infracción Grave o Muy Grave, 

y no se supere en total los plazos máximos 

reglamentarios. 

2. El Gobierno, sin más trámites, tomará po-

sesión de las instalaciones solicitando de 

las empresas suministradoras de energía 

eléctrica, agua, gas y telefonía, la suspen-

sión del suministro.  

 

TÍTULO XIV 

Cánones y Tasas 

 

Artículo 197.- 1. Toda ocupación o aprovecha-

miento del Dominio Público Marítimo-Terrestre 

Estatal en virtud de una Concesión o Autorización 

devengará el correspondiente canon a favor de la 

Tesorería General del Estado.  
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2.- La base imponible será el valor del bien ocu-

pado o aprovechado, que se determinará de la si-

guiente forma: 

 

a) Por ocupación de bienes de Dominio Pú-

blico Marítimo-Terrestre, la valoración 

del bien ocupado se determinará por equi-

paración al valor asignado a efectos fisca-

les a los terrenos contiguos a su zona de 

servidumbre, incrementando los rendi-

mientos que sea previsible obtener en la 

utilización de dicho dominio.  

b) En el caso de obras e instalaciones, el va-

lor material de las mismas.  

c) En los supuestos de obras e instalaciones 

en el Mar Territorial destinadas a la inves-

tigación o explotación de recursos mine-

ros y energéticos, se abonará un canon de 

100 F. Cfas por metro cuadrado de super-

ficie ocupada.  
 

3.- Para el aprovechamiento industrial o comer-

cial de aguas, la tasa aplicable será de 100 F. Cfas 

por cada 10moitros de agua.  
 

Artículo 198.- Los vertidos contaminantes auto-

rizados al Dominio Público Marítimo-Terrestre se 

gravan conforme a lo dispuesto en el Artículo 113 

de la presente Ley, para los vertidos al Dominio 

Público Hidrológico.  
 

El canon percibido será ingresado en la cuente del 

FONAMA, y se destinará para sufragar los gastos 

que supongan las actuaciones de saneamiento y 

mejora de la calidad de las aguas.  

 

TÍTULO XV 

Infracciones al Dominio Público  

Marítimo-Terrestre y Sanciones 

 

CAPÍTULO I 

Infracciones 

 

Artículo 199.- Se considerarán Infracciones al 

Dominio Público Marítimo-Terrestre, conforme a 

la presente Ley, las siguientes:  

 

1. Las acciones u omisiones que causen da-

ños o menoscabo en los bienes de Domi-

nio Público Marítimo-Terrestre, así como 

su ocupación o aprovechamiento sin el de-

bido Título Administrativo.  

2. La ejecución en la zona costera y de pro-

tección de las actividades descritas en los 

Artículos 152 y 154 de la presente Ley.  

3. La ejecución de las actividades descritas 

en el Artículo 150 de la presente Ley, sin 

la correspondiente Autorización del Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente.  

4. El incumplimiento de lo establecido en 

materia de servidumbres y de las normas 

aprobadas conforme a esta Ley.  

5. El incumplimiento de las condiciones es-

tablecidas en los correspondientes Títulos 

Administrativos, sin perjuicio de su cadu-

cidad.  

6. La publicidad prohibida en el Dominio 

Público Marítimo-Terrestre o en la zona 

de servidumbre de protección.  

7. La obstrucción al servicio de las funciones 

de Policía o Inspección del Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente.  

8. El falseamiento de la información sumi-

nistrada al Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente por propia iniciativa o a reque-

rimiento de éste.  

9. El incumplimiento total o parcial de otras 

prohibiciones establecidas en la presente 

Ley y la omisión de actuaciones que son 

obligatorias conforme ella.  

 

Artículo 200.- Las Infracciones al Dominio Pú-

blico Marítimo-Terrestre se clasifican en Leves, 

Graves y Muy Graves. 

 

1. Serán Infracciones Leves:  

 

a) La publicidad prohibida en el Dominio 

Público Marítimo-Terrestre o en la zona 

de servidumbre de protección. 

b) El estacionamiento y la circulación de 

vehículos o motos en las playas y zonas 

costeras no autorizadas para estas activi-

dades, excepto los equipos especializados 

de limpieza, vigilancia y salvamento.  

c) La toma de agua en el Dominio Público 

Marítimo-Terrestre o en el Dominio Pú-

blico Hidrológico sin la correspondiente 



Página -43- Aguas y Costas 

 

Autorización o Licencia Medioambiental, 

cuando se precisen.  

 

2. Serán Infracciones Graves: 

 

a) El incumplimiento de las condiciones de 

los correspondientes Títulos Administrati-

vos, sin perjuicio de su caducidad.  

b) La obstrucción al servicio de las funciones 

de Policía e Inspección que corresponden 

al Ministerio de Pesca y Medio Ambiente. 

c) La ejecución de las actividades descritas 

en el Artículo 150 de la presente Ley sin 

la correspondiente Autorización Me-

dioambiental, así como el aumento de su-

perficie, volumen o altura construidos so-

bre los autorizados. 

d) La ejecución en la zona costera y de pro-

tección de las actividades descritas en los 

Artículos 152 y 154 de esta Ley. 

e) La alteración de hitos de los deslindes.  

f) Las acciones u omisiones que impliquen 

un riesgo para la salud o seguridad de vi-

das humanas, siempre que no constituyan 

delito, y, en todo caso, el vertido no auto-

rizado de aguas residuales. 

g) La extracción no autorizada de áridos y de 

la arena de las playas y de sus fuentes de 

alimentación, sin la correspondiente Auto-

rización Medioambiental.  

h) El relleno de áreas de las zonas conteras 

sin Autorización o Licencia Medioam-

biental, cuando se precisen.  

i) La quema, remoción, tala, destrucción o 

cualquier actividad que dañe la vegetación 

original de la zona costera. 

j) La interrupción de los accesos al mar y de 

la servidumbre de tránsito.  

k) Realizar obras que perturben los senderos 

y paseos marítimos que se establezcan en 

la zona costera.  

l) La realización sin Título Administrativo 

exigible conforme a esta Ley, de cualquier 

tipo de obras o instalaciones en las zonas 

de servidumbre definidas en esta Ley, 

siempre que se hubiera desatendido el re-

querimiento expreso del Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente para la cesación 

de la conducta ilegal o que, habiéndose 

notificado la incoación de expediente san-

cionador, se hubiere persistido en tal con-

ducta. 

m) La reincidencia en Infracciones Leves de-

finidas en la presente Ley.  

 

3. Serán consideradas Infracciones Muy 

Graves: 

 

a) Las acciones u omisiones que produzcan 

daños irreparables o de difícil reparación 

en el Dominio Público Marítimo-Terrestre 

o supongan grave obstáculo al ejercicio de 

las soluciones de la Administración.  

b) Efectuar vertidos directos o indirectos que 

provoquen contaminación en el Dominio 

Público Marítimo-Terrestre.  

c) La reincidencia en faltas calificadas de 

Graves en la presente Ley.  

 

Artículo 201.- Serán responsables de las Infrac-

ciones las personas físicas o jurídicas siguientes:  

 

1. En el caso de incumplimiento de las con-

diciones de un Título Administrativo, el ti-

tular de éste.  

2. En los otros casos, el promotor de la acti-

vidad, el Empresario que la ejecuta y el 

Técnico Director de la misma. 

3. En las Infracciones derivadas del otorga-

miento de Títulos Administrativos contra-

rios o lo establecido en la presente Ley y 

cuyo ejercicio ocasione daños graves al 

Dominio Público Marítimo-Terrestre, se-

rán responsables los siguientes:  

 

a) Los Inspectores Medioambientales, Fun-

cionarios Públicos o Empleados del Es-

tado que informen favorablemente del 

otorgamiento del correspondiente Título, 

que serán sancionados por Falta Grave en 

vía disciplinaria, previa instrucción del 

correspondiente expediente.  

b) Las Autoridades y los Miembros de los 

Órganos Colegiados de cualesquiera Cor-

poración que resuelvan o voten a favor del 

otorgamiento del Título, desoyendo infor-

mes preceptivos y unánimes en que se ad-

vierta expresamente de la ilegalidad, o 
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cuando no se hubieran recabado dichos in-

formes. La sanción será de multa por la 

cuantía que corresponda en cada caso en 

aplicación de la presente Ley.  

 

CAPÍTULO II 

Sanciones 

 

Disposiciones Generales 

 

Artículo 202.- 1. Toda acción u omisión que sea 

constitutiva de Infracción será sancionada con la 

multa que proceda según los Artículos 203 y 204 

de esta Ley. 
 

2.- Si un mismo hecho u omisión fuera constitu-

tivo de dos o más infracciones se tomará en con-

sideración la acumulación de infracciones y san-

ciones. No obstante, los titulares de concesiones 

otorgadas con arreglo a la presente Ley podrán ser 

siempre sancionados por las infracciones que en 

ella se establecen, con independencia de otras res-

ponsabilidades que, en su caso, sean exigibles.  
 

3.- Cuando, a juicio del Ministerio de Pesca y Me-

dio Ambiente, la Infracción pudiera ser constitu-

tiva de delito o falta, el Órgano Administrativo 

dará traslado al Ministerio Fiscal, absteniéndose 

aquél de proseguir el procedimiento sancionador, 

mientras la Autoridad Judicial, no se haya pronun-

ciado. La sanción penal excluirá la imposición de 

sanción administrativa.  
 

4.- En caso de reincidencia en Infracciones Gra-

ves, se podrá declarar la inhabilitación temporal o 

permanente para ser titular de Autorizaciones y 

Concesiones Medioambientales.  
 

5.- Sin perjuicio de la sanción penal o administra-

tiva que se imponga, el infractor estará obligado a 

la restitución de las cosas y la reposición del bien 

público a su estado anterior, con la indemnización 

de daños irreparables y perjuicios causados, en el 

plazo que en cada caso se fije en la Resolución 

correspondiente.  

 

6.- Cuando la Infracción derive del incumpli-

miento de las condiciones del Título Administra-

tivo se declarará su caducidad. 

 

7.- Asimismo, se iniciarán los procedimientos de 

suspensión de los efectos y anulación de los actos 

administrativos en los que presuntamente pudiera 

ampararse la actuación ilegal.  

 

Las Sanciones impuestas por Infracciones Gra-

ves, una vez firmes, se harán públicas en la forma 

que se determine reglamentariamente.  

 

CAPÍTULO III 

Multas  

 

Artículo 203.- 1. Infracciones Leves, Multa de 

500.000 a 1.000.000 de F. Cfas. 
 

2.- Infracciones Graves, Multa de 1.000.001 a 

50.000.000 F. Cfas. 
 

3.- Infracciones Muy Graves, Multa de 

50.000.000 de F. Cfas a más. 
 

La sanción de las Infracciones Leves al Dominio 

Público-Hidrológico corresponde al Director Ge-

neral de Aguas y Costas. Será competencia del 

Ministro de Pesca y Medio Ambiente, interponer 

por las Infracciones Graves al Dominio Público-

Hidrológico. La imposición de Sanciones por In-

fracciones Muy Graves al Dominio Público-Hi-

drológico corresponde al Consejo de Ministros.  

Se faculta a las Autoridades Provinciales, Distri-

tales y Municipales en el ámbito de sus competen-

cias, informar al Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente, toda actuación considerada infracción.  

 

Artículo 204.- Las Sanciones de Infracciones 

Medioambientales corresponden al Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente.  

 

1. Compete al Director General de Aguas y 

Costas la imposición de Sanciones contra 

Infracciones Leves al Dominio Público 

Marítimo-Terrestre.  

2. Corresponde al Ministro de Pesca y Medio 

Ambiente la imposición de las Sanciones 

Graves al Dominio Público Marítimo-Te-

rrestre.  

3. La imposición de Sanciones contra las In-

fracciones Muy Graves al Dominio Pú-

blico Marítimo-Terrestre corresponde al 

Consejo de Ministros.  
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En el marco de la aplicación de la presente Ley, 

contra las Sanciones que imponga el Director Ge-

neral de Aguas y Costas, se recurrirá en Alzada 

ante el Ministro de Pesca y Medio Ambiente. 

Contra las Resoluciones del Ministro de Pesca y 

Medio Ambiente, se recurrirá ante el Primer Mi-

nistro-Jefe de Gobierno, cuya Resolución pone fin 

a la vía administrativa, sin perjuicio del derecho 

de los afectados a interponer el correspondiente 

Recurso Contencioso-Administrativo.  

 

A propuesta del Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente, el Gobierno podrá, mediante Decretos 

adoptados en Consejo de Ministros, proceder a la 

actualización de las Sanciones previstas en los Ar-

tículos 117 y 203 de esta Ley.  
 

CAPÍTULO IV 

Restitución, Reposición e Indemnización 
 

Artículo 205.- 1. Cuando la Restitución y Repo-

sición a que se refiere el apartado 5 del Artículo 

202, no fuera posible y, subsistan irreparables y 

perjuicios, los responsables de la Infracción debe-

rán abonar las indemnizaciones que procedan, fi-

jadas reglamentariamente por el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente.  

 

2.- Cuando los daños fueren de difícil evaluación 

se tendrán en cuenta los siguientes criterios:  

 

a) Coste estimativo de la Restitución y Repo-

sición. 

b) Valor de los bienes dañados.  

c) Coste del proyecto o actividad causante 

del daño. 

d) Beneficio obtenido con la actividad in-

fractora.  
 

3.- Cuando el beneficio sea superior a la indemni-

zación se tomará para ésta, como mínimo la cuan-

tía de aquél.  
 

CAPÍTULO V 

Procedimiento y Medios de  

Ejecución de las Sanciones  
 

Artículo 206.- El procedimiento para la imposi-

ción de sanciones será el siguiente:  
 

1. Las Autoridades, Funcionarios y todas las 

personas que tengan conocimiento de la 

comisión de una infracción tipificada en 

esta Ley, estarán obligados a formular las 

denuncias ante las Instituciones compe-

tentes, quienes las transmitirán y resolve-

rán, imponiendo las sanciones proceden-

tes.  

2. A los efectos indicados, los Funcionarios 

e Inspectores de Medio Ambiente, estarán 

facultados para acceder a los terrenos de 

propiedad privada en que hubieren de rea-

lizarse las comprobaciones y actuaciones 

correspondientes.  
 

Artículo 207.- Advertida la existencia de una po-

sible infracción, el Órgano competente, previas 

las diligencias oportunas, incoará contra el pre-

sunto infractor un expediente sancionador y le no-

tificará el pliego de cargas para que aquél formule 

las alegaciones que estime oportunas.  
 

El plazo para la notificación de la Resolución de 

los procedimientos sancionadores será de SE-

SENTA (60) DÍAS, transcurrido el cual sin que se 

produzca aquella, se entenderá caducado el proce-

dimiento archivándose las actuaciones. 
 

Artículo 208.- Cuando se trate de obras ilegales 

en curso de ejecución, el Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente ordenará su paralización en el 

momento de la incoación del expediente sancio-

nador. Cuando se trate de instalaciones en explo-

tación, dispondrá la suspensión del uso o activi-

dad indebidos, una vez desestimadas, en su caso, 

las alegaciones pertinentes. En ambos casos se po-

drá proceder al precinto de las obras o instalacio-

nes. 
 

En caso de extracción de áridos o toma de agua, 

el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente orde-

nará su paralización y aplicará las sanciones co-

rrespondientes.  
 

Artículo 209.- Para la efectividad de la paraliza-

ción, suspensión, o prohibición previstas en el Ar-

tículo anterior, así como la recuperación de oficio, 

del Dominio Público Marítimo-Terrestre, el Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente requerirá 

cuando sea necesario, la colaboración de las Fuer-

zas de Orden Público. 
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Cuando el interesado hubiese incumplido la orden 

de paralización, se procederá al precito o a la re-

tención de los materiales preparados para ser uti-

lizados en las obras y la maquinaria afectada a las 

mismas. En este último caso el interesado podrá 

recuperar los materiales retirados por la Adminis-

tración, previo abono de los gastos de transporte 

y custodia.  
 

Artículo 210.- Cuando no fuera procedente la pa-

ralización o suspensión de una instalación de tra-

tamiento y depuración de vertidos y se derivasen 

graves inconvenientes de incumplimiento de las 

condiciones estipuladas, el Ministerio de Pesca y 

Medio Ambiente, previo requerimiento al titular 

para que corrija las deficiencias en el plazo que se 

le indique, y en caso de que no las corrigiese, pro-

cederá a su ejecución subsidiaria a costa de aquél.  
 

Artículo 211.- Durante el tiempo de paralización, 

prohibición o suspensión, el Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente no asumirá ningún tipo de 

obligación del titular en relación con la actividad 

afectada.  
 

TÍTULO XVI 

Competencias del Ministerio de Pesca  

y Medio Ambiente y los Ayuntamientos 
 

CAPÍTULO I 

Competencias del Ministerio  

De Pesca y Medio Ambiente 

Artículo 212.- Corresponde al Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, en los términos estable-

cidos en la presente Ley: 

 

1. El deslinde de los bienes de Dominio Pú-

blico Marítimo-Terrestre, así como su 

afectación y desafectación, y la adquisi-

ción y expropiación de terrenos para la in-

corporación a dicho dominio.  

2. La gestión del Dominio Público Marí-

timo-Terrestre, de las Aguas del Dominio 

Público, incluyendo el otorgamiento de 

adscripciones, Concesiones y Autoriza-

ciones para su ocupación y aprovecha-

miento, la declaración de zonas de reserva, 

y, en todo caso, las concesiones de obras 

fijas en el mar, en los ríos, así como las de 

instalaciones marítimas menores, tales 

como embarcaderos, pantalanes, varade-

ros y otras análogas que no formen parte 

de un puerto o estén adscritos al mismo. 

3. La tutela y Policía del Dominio Público 

Marítimo-Terrestre, de las Aguas del Do-

minio Público y de sus respectivas servi-

dumbres, así como la vigilancia del cum-

plimiento de las condiciones con arreglo a 

las cuales hayan sido otorgadas las Conce-

siones y Autorizaciones correspondientes.  

4. El ejercicio de los derechos de tanteo y re-

tracto en las transmisiones de los yaci-

mientos de áridos y, en su caso, la expro-

piación de los mismos. 

5. La realización de mediciones y aforos, es-

tudios hidrológicos marítimos, elabora-

ción de Planes Hidrológicos Nacionales e 

información sobre el clima marítimo.  

6. Las obras y actuaciones de interés general 

en el Dominio Público Marítimo-Terrestre 

o las que afecten a más de un Distrito.  

7. La elaboración y aprobación de las dispo-

siciones sobre vertidos y seguridad hu-

mana en lugares de baño y salvamento 

marítimo y fluvial. 

8. La prestación de toda clase de servicios 

técnicos relacionados con el ejercicio de 

las competencias anteriores y el asesora-

miento a las Corporaciones Municipales y 

demás Entidades Públicas o Privadas y a 

los particulares que lo soliciten. 

9. La ejecución de los Acuerdos y Convenios 

Internacionales en las materias de su com-

petencia, objeto de esta Ley. 

10. La implantación de un banco de datos 

oceanográficos que sirva para definir las 

condiciones de clima marítimo en las cos-

tas de Guinea Ecuatorial, para lo cual di-

ferentes Ministerios deberán suministrar 

el informe que se les solicite. Reglamenta-

riamente, se determinará el procedimiento 

de acceso a la infracción disponible. 

 

Artículo 213.- Tendrán la calificación de Obras 

de Interés General y será competencia del Minis-

terio de Pesca y Medio Ambiente: 

 

1. Las que se consideren necesarias para la 

protección, defensa, conservación y uso 
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del Dominio Público Marítimo-Terrestre, 

de las Aguas del Dominio Público, cual-

quiera que sea la naturaleza de los bienes 

que lo integran.  

2. Las de creación, regeneración y recupera-

ción de playas, y de los ríos urbanos.  

3. Las de accesos públicos a los mares no 

previstos en los Planes Urbanísticos.  

4. Las emplazadas en el Mar y Aguas Inte-

riores.  

 

Artículo 214.- Para la ejecución de las Obras de 

Interés General enumeradas en el Artículo ante-

rior, será preceptivo el informe del Ayuntamiento 

en cuyo ámbito territorial incida la obra, para que, 

en el plazo de un mes, notifiquen la conformidad 

o disconformidad de la obra con instrumentos de 

planificación del territorio, cualquiera que sea su 

dominio y ámbito que afecten al litoral y con el 

Plan Urbanístico en vigor. El silencio en los pla-

zos fijados se interpretará como conformidad a la 

ejecución de las obras.  

 

En caso de disconformidad, el Ministerio de Pesca 

y Medio Ambiente elevará el expediente al Con-

sejo de Ministros, que decidirá si procede ejecutar 

el proyecto y, en este caso, ordenará la iniciación 

del procedimiento de modificación o revisión del 

planeamiento, conforme a la tramitación estable-

cida en la legislación correspondiente.  

 

Artículo 215.- Corresponde también al Ministe-

rio de Pesca y Medio Ambiente emitir informes, 

con carácter preceptivo en los siguientes supues-

tos: 

 

1. Planes y normas de ordenación territorial 

o urbanística y su modificación y revisión, 

en cuanto al cumplimiento de las disposi-

ciones de esta Ley, la del Medio Am-

biente, y de las normas que se dicten para 

el desarrollo y aplicación de las mismas.  

2. La declaración por el Gobierno de zonas 

de interés para cultivos marinos, Conce-

siones y Autorizaciones, de acuerdo con 

esta Ley.  

 

CAPÍTULO II 

Competencias de los Ayuntamientos  

 

Artículo 216.- 1. Los Ayuntamientos ejercerán 

las competencias que, en las materias de ordena-

ción territorial y del litoral, puertos, urbanismo, 

vertidos al mar y demás relacionadas con el ám-

bito de la presente Ley, tengan atribuciones en 

virtud de sus Leyes Especiales.  

 

2.- La competencia de los Ayuntamientos sobre 

ordenación territorial y del litoral, a la que se re-

fiere el numeral anterior, alcanzará exclusiva-

mente al ámbito terrestre del Dominio Público 

Marítimo-Terrestre, sin incluir el Mar Territorial 

y las Aguas Interiores. 
 

3.- Colaborar con el Ministerio de Pesca y Medio 

Ambiente en los deslindes del Dominio Público 

Marítimo-Terrestre, en el ámbito de su jurisdic-

ción.  
 

4.- Informar al Ministerio de Pesca y Medio Am-

biente sobre las solicitudes de reserva, adscripcio-

nes, Autorizaciones y Concesiones para la ocupa-

ción y aprovechamiento del Dominio Público Ma-

rítimo-Terrestre, correspondiente al ámbito de su 

jurisdicción.  
 

5.- Explotar, en su caso, los servicios de tempo-

rada que puedan establecerse en las playas por 

cualquiera de las formas de gestión directa o indi-

recta previstas en la legislación de Régimen Lo-

cal, previo informe del Ministerio de Pesca y Me-

dio Ambiente.  

6.- Mantener las playas y lugares de baño en las 

debidas condiciones de limpieza, higiene y salu-

bridad, así como vigilar la observancia de las nor-

mas e instrucciones dictadas sobre salvamento y 

seguridad de las vidas humanas, en el ámbito de 

su jurisdicción.  

 

7.- En las áreas periféricas y fuera del ámbito de 

los Ayuntamientos, los demás Órganos Locales 

Menores, deberán colaborar con el Ministerio de 

Pesca y Medio Ambiente, en estas funciones de 

control. 

 

TÍTULO XVII 

Impugnación de Actos y Acuerdos 
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Artículo 217.- Se declaran contrarios al interés 

general, los actos y acuerdos que infrinjan la pre-

sente Ley o las normas aprobadas conforme a la 

misma, y podrán ser impugnadas directamente 

por el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente ante 

los Órganos del Orden Jurisdiccional Conten-

cioso-Administrativo, con petición expresa de 

suspensión. El Tribunal se pronunciará sobre di-

cha suspensión en los plazos establecidos regla-

mentariamente.  

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS: 

 

Primera.- 1. Los titulares de espacios en las zonas 

marítimas-terrestres, playas y mar territorial, que 

hubieran sido declarados de propiedad particular 

anterior a la entrada en vigor de esta Ley, pasarán 

a ser titulares de un derecho de ocupación y apro-

vechamiento del Dominio Público Marítimo-Te-

rrestre, a cuyo efecto deberán solicitar la corres-

pondiente concesión en el plazo de SEIS (6) ME-

SES a contar desde la mencionada fecha. La con-

cesión se otorgará por CINCO (5) a DIEZ (10) 

AÑOS prorrogables en base a la inversión y las 

prórrogas solo por CINCO (5) AÑOS.  

 

2.- Los terrenos de la zona marítima-terrestre o 

playas que no hayan podido ser ocupados por el 

Estado, al practicar un deslinde anterior a la en-

trada en vigor de la presente Ley, quedarán suje-

tos al régimen establecido por la misma para la 

utilización del Dominio Público, si bien los titula-

res inscritos podrán solicitar, en el plazo de SEIS 

(6) MESES, a contar desde la entrada en vigor de 

esta Ley, la legalización de usos existentes, me-

diante la correspondiente concesión en los térmi-

nos de la Disposición Transitoria Cuarta. Asi-

mismo, tendrán preferencia, durante un periodo 

de TRES (3) AÑOS para la obtención de los de-

rechos de ocupación o aprovechamiento que, en 

su caso, puedan otorgarse sobre dichos terrenos. 

Todo ello sin perjuicio de las acciones civiles que 

aquellos puedan ejercitar en defensa de sus dere-

chos.  
 

3.- En los tramos de costa en que el Dominio Pú-

blico Marítimo-Terrestre no esté deslindado o lo 

esté parcialmente al entrar en vigor la presente 

Ley, se procederá a la práctica del correspon-

diente deslinde, cuya aprobación surtirá los efec-

tos previstos en los numerales 7 y 8 del Artículo 

141, para todos los terrenos que resulten incluidos 

en el Dominio Público, aunque hayan sido ocupa-

dos por obras.  
 

4.- En los tramos de costas en que esté completado 

del Dominio Público Marítimo-Terrestre a la en-

trada en vigor de esta Ley, pero haya de practi-

carse uno nuevo para adecuarlo a las característi-

cas  establecidas en la misma para los distintos 

bienes, los terrenos que resulten comprendidos 

entre la antigua y la nueva delimitación quedarán 

sujetos al régimen establecido en el numeral 1 de 

esta Disposición computándose el plazo de SEIS 

(6) MESES para la solicitud de la concesión a que 

el mismo se refiere a partir de la fecha de aproba-

ción del correspondiente deslinde.  
 

Segunda.- 1. Los terrenos sobrantes y desafecta-

dos del Dominio Público Marítimo, que no hayan 

sido enajenados o recuperados por sus antiguos 

propietarios a la entrada en vigor de esta Ley, se-

rán afectados al Dominio Público Marítimo-Te-

rrestre, una vez que se proceda a la actualización 

del deslinde, no pudiendo mientras tanto ser ena-

jenados ni afectados a otras finalidades de uso o 

servicio público.  
 

2.- Los terrenos ganados o a ganar en propiedad 

al mar y los desecados en su ribera, en virtud de 

cláusula concesional establecida con anterioridad 

a la promulgación de esta Ley, serán mantenidos 

en tal situación jurídica, si bien sus playas y zona 

marítima-terrestre continuarán siendo de Domi-

nio Público en todo caso. Los terrenos ganados al 

mar y los desecados en su ribera sin Título Admi-

nistrativo suficiente, continuarán siendo de Domi-

nio Público.  

 

Tercera.- 1. Las zonas de servidumbre de protec-

ción y de influencia serán aplicables a los terrenos 

que a la entrada en vigor de la presente Ley estén 

clasificados como suelos urbanizables no progra-

mados y suelos no utilizables. Las posteriores re-

visiones de la ordenación que prevean la futura 

urbanización de dichos terrenos y su consiguiente 

cambio de clasificación deberán respetar íntegra-

mente las citadas disposiciones.  
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2.- En los terrenos que, a la entrada en vigor de la 

presente Ley, estén clasificados como suelos ur-

banizables Programados o aptos para la urbaniza-

ción se mantendrá el aprovechamiento urbanístico 

que tengan atribuido.  

 

3.- Los terrenos clasificados como suelo urbano a 

la entrada en vigor de la presente Ley, estarán su-

jetos a las servidumbres establecidas en ellas, con 

la salvedad de que la anchura de la servidumbre 

de protección será de 20 metros. No obstante, se 

respetarán los usos y costumbres existentes, así 

como las Autorizaciones ya otorgadas, en los tér-

minos previstos en la Disposición Transitoria 

Cuarta. Asimismo, se podrán autorizar nuevos 

usos y construcciones de conformidad con los pla-

nes de ordenación en vigor, siempre que se garan-

tice la efectividad de la servidumbre y no se per-

judique el Dominio Público Marítimo-Terrestre. 

 

Cuarta.- 1. Las obras e instalaciones construidas 

con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-

sente Ley, sin la Autorización o Concesión exigi-

ble, serán demolidas cuando no proceda su legali-

zación por razones de interés público.  

 

2.- En las obras e instalaciones legalizadas con-

forme a lo previsto en el numeral 1, así como en 

las construidas o que puedan construirse al am-

paro de las Licencias Municipales con anteriori-

dad a la entrada en vigor de esta Ley, que resulten 

contrarias a lo establecido en la misma, se aplica-

rán las siguientes reglas:  

a) Si ocupan terrenos de Dominio Público 

Marítimo-Terrestre, serán demolidos a ex-

tinguirse la concesión. 

b) Si se emplazan en la zona de servidumbre 

de tránsito no se permitirán obras de con-

solidación, aumento de volumen, moder-

nización o incremento de su valor de ex-

propiación, pero si las pequeñas repara-

ciones que exija la higiene, adorno y con-

servación, previa la Autorización del Mi-

nisterio de Pesca y Medio Ambiente. Esta 

no se otorgará si no se garantiza cuando 

sea necesario la localización alternativa de 

la servidumbre.  

c) En el resto de la zona de servidumbre de 

protección y en los términos en que la 

misma se aplica a las diferentes clases de 

suelo conforme a lo establecido en la Dis-

posición Transitoria Tercera, podrán reali-

zarse, obras de reparación y mejora, siem-

pre que no impliquen aumento de volu-

men de las construcciones existentes y 

que, sin el incremento de valor, que aque-

llas comporten pueda ser tenido en cuenta 

a efectos expropiatorios. En caso de de-

molición total o parcial, las nuevas cons-

trucciones deberán ajustarse íntegramente 

a las disposiciones de esta Ley.  
 

Quinta.- La cuantía de la fianza que se derive de 

la revocación se determinará reglamentariamente 

por el Ministerio de Pesca y Medio Ambiente.  
 

Sexta.- Los aprovechamientos actuales que deter-

minen los Artículos 56, 57 y 58, continuarán be-

neficiando a los actuales usuarios, pero éstos que-

dan sujetos a la obligación que se determina en el 

Artículo 40 de la presente Ley.  
 

DISPOSICIONES ADICIONALES: 
 

Primera.- Las distancias contenidas en esta Ley 

se consideran aplicadas en proyección horizontal. 

Los términos exterior e interior se consideran re-

feridos hacia el mar y hacia la tierra respectiva-

mente.  
 

Segunda.- Se declaran de utilidad pública las zo-

nas de servidumbre de protección que se estimen 

necesarias para la defensa y el uso del Dominio 

Público Marítimo-Terrestre.  

Tercera.- Las disposiciones contenidas en la pre-

sente Ley se aplicarán sin perjuicio de lo previsto 

en los Convenios Internacionales de las que Gui-

nea Ecuatorial sea parte.  
 

Cuarta.- Las Autoridades Provinciales, Distrita-

les y Municipales deberán exigir, en sus respecti-

vas circunscripciones, el estricto cumplimiento de 

lo establecido en la presente Ley.  
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA: 
 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual 

o inferior rango se opongan a lo previsto en esta 

Ley.  
 

DISPOSICIÓN FINAL: 
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La presente Ley entrará en vigor a partir de su pu-

blicación en el Boletín Oficial del Estado.  

 

Dada en la Ciudad de Malabo, a veintitrés días del 

mes de Julio del año dos mil siete. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

    -RICARDO MANGUE OBAMA NFUBE- 

  PRIMER MINISTRO-JEFE DE GOBIERNO 
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